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Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y otros cuerpos legales en materias relativas al delito de violación. �

_________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en tercer trámite constitucional, sobre  el proyecto individualizado en el epígrafe,  iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Antecedentes.�tc "Antecedentes." \f C \l 1� 

— Envío a la Comisión.�tc "— Envío a la Comisión." \f C \l 2� 

	La decisión de enviar este proyecto en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 8ª. ordinaria, del 8 de abril de 1998. 

	— Contenido reglamentario de este informe.�tc "— Contenido reglamentario de este informe." \f C \l 2�

	De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento, en su informe la Comisión debe pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado, que fluye de su análisis comparativo con el proyecto aprobado por la Cámara y de los diversos antecedentes que conforman la historia fidedigna de su establecimiento. 

	Además, si la Comisión lo estimare conveniente, su informe debe contener una recomendación sobre la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas. 

	En esta ocasión, el informe contiene, como información complementaria, algunos datos estadísticos sobre el fenómeno de la violencia sexual, una minuta de las ideas matrices o fundamentales y un resumen del proyecto aprobado por la Corporación.

	— Quórum especiales de votación.�tc "— Quórum especiales de votación." \f C \l 2� 

	Se hace constar que la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó en el carácter de norma orgánica constitucional el artículo 4° del proyecto, que agrega un inciso nuevo en el artículo 171 del Código Orgánico de Tribunales, en materia de competencia, artículo que el H. Senado ha eliminado. 

	Vuestra Comisión concuerda con el criterio del Senado.

	Dicha Corporación ha aprobado, en carácter de normas de quórum calificado, los nuevos artículos 142-C y 372 bis, contenidos en el artículo 1°, Nos. 1 y 22, que modifica el Código Penal, en conformidad con lo establecido en el párrafo tercero del artículo 19, N° 1°, de la Constitución, que dispone que “La pena de muerte sólo podrá establecerse por delito contemplado en ley aprobada con quórum calificado”. 

	Vuestra Comisión propone rechazar ambas enmiendas.

	Con el mismo carácter ha aprobado el nuevo inciso segundo del artículo 78 del Código de Procedimiento Penal — enmienda que también vuestra Comisión propone rechazar —  contenido en el número 3 del artículo 3°, que sanciona la violación de la reserva de la identidad de la víctima de delitos sexuales, en su referencia al inciso cuarto del artículo 189 del mismo Código, en virtud de lo previsto en el artículo 19, N° 12, párrafo primero, de la Carta Fundamental. �

	— Datos estadísticos.�tc "— Datos estadísticos." \f C \l 2� 

	Durante el estudio del proyecto, tanto en la Cámara de Diputados  como en el Senado se entregaron diversos antecedentes estadísticos relacionados con el fenómeno de la violencia sexual en Chile, los que parece conveniente recordar en esta oportunidad, pues grafican la gravedad del problema que se pretende resolver con esta iniciativa legal.

	De 20.000 episodios de violencia sexual al año, entre el 75% y el 90% no se denuncian. De los acusados, sólo el 1,42% sufre condenas.

	De las víctimas de los delitos de violación, estupro, violación sodomítica y abusos deshonestos, un 71,5% son menores de edad. De esa cifra,  un 7,3%  corresponde a menores de 4 años; el 24,5% a menores entre 5  a 9 años, y un 25,5% a menores entre 10 a 14 años, lo que hace un total del 57,3% de menores de  14 años afectados. 

	Este tipo de víctimas, en general, no se sienten agredidas como las personas adultas, las que tienen conciencia de la situación que se produce. Sólo tienden a darse cuenta de que fueron objeto de un delito o agresión sexual cuando ya son adultos.  

	Las vinculaciones de parentesco, amistad o simple conocimiento entre el sujeto pasivo del delito y el victimario, representan el 71,8% de los casos. La  existencia de padres y parientes ofensores alcanza casi al 30%. Estas circunstancias también determinan modos especiales de comisión del delito, sin violencia física y sin huellas visibles de lesiones .�

	Pese a esas cifras, la apreciación pública atribuye la violencia sexual en Chile — de manera determinante — a ofensores extraños, antisociales y marginales.

	La existencia frecuente de relaciones de parentesco entre los sujetos activo y  pasivo del delito condicionan fuertemente a la víctima, la que eventualmente se encuentra en situación de dependencia afectiva o económica respecto del agresor. 

	Esta misma circunstancia puede impedir el acceso a la justicia, en la medida en que el autor del delito puede ser la misma persona encargada de la representación judicial de la víctima menor o incapaz. Por lo mismo, no es infrecuente la existencia de modos especiales de comisión de los delitos, posiblemente sin violencia física y sin las necesarias huellas visibles de lesiones.

	— Personas invitadas.�tc "— Personas invitadas." \f C \l 2�

	Durante el estudio de esta iniciativa legal en este trámite constitucional, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Claudio Troncoso. 

	— Documentos tenidos a la vista.�tc "— Documentos tenidos a la vista." \f C \l 2� 

	En este trámite constitucional, vuestra Comisión tuvo a la vista la propuesta de un texto definitivo para el proyecto de ley en informe, del Instituto de la Mujer, de 19 de diciembre de 1997.

	A partir de los textos emanados de cada Cámara, el “Grupo de Trabajo Legislación y Derechos de la Mujer”, organizado por el referido Instituto e integrado por diversos especialistas, analizó la temática de los delitos sexuales en la legislación chilena, terminando su labor con una propuesta que refleja los acuerdos alcanzados en los debates del Grupo.

	— Ideas matrices o fundamentales del proyecto.�tc "— Ideas matrices o fundamentales del proyecto." \f C \l 2�

	Para resolver las situaciones, materias o problemas específicos que tanto en el Mensaje como en la indicación se señalan como existentes y a cuya atención quiere  acudir S.E. el Presidente de la República por la vía de su potestad normativa legal, se propone un proyecto de ley cuya idea matriz o fundamental es corregir y adecuar la legislación chilena en materias vinculadas con los delitos sexuales

	— Contenido sinóptico del proyecto aprobado por la Corporación.�tc "— Contenido sinóptico del proyecto aprobado por la Corporación." \f C \l 2�

	Como se recordará, el proyecto original, de 3 de agosto de 1993,  a través de diversas modificaciones  a los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, Civil y Orgánico de Tribunales, y a la Ley de Matrimonio Civil, abordaba el fenómeno de la violencia sexual en Chile, particularmente en materias vinculadas al delito de violación. 

	Con posterioridad a su aprobación en general en la Comisión, el 17 de agosto de 1994, � el actual Gobierno, con fecha 6 de diciembre de 1994, presentó una indicación que sustituyó los artículos 1° y 3° del proyecto, con el fin de ampliar las modificaciones propuestas a otras figuras penales relacionadas con delitos sexuales, por considerar que  toda modificación de un cuerpo legal penal debe incorporar la consideración sistemática de los tipos penales relacionados entre sí, así como su vinculación con las demás figuras de ese cuerpo, a fin de armonizar la tutela a los distintos bienes jurídicos protegidos, conservando las debidas propor�ciones en la penalidad. �

	Las enmiendas propuestas, tanto en el proyecto original como en la indicación presentada, tuvieron como objetivo o propósito: 

a) Modificar el delito de prevaricación, que sanciona la grave infracción de cualquiera de los deberes que las leyes imponen a los jueces, que pueden cometer, entre otros casos, cuando seduzcan o soliciten a “mujer” procesada o que litigue ante ellos, pasando a ser sujeto pasivo cualquier persona, hombre o mujer.

	b) Modificar el delito de abuso contra particulares, que puede cometer el empleado público que solicitare a mujer que tenga pretensiones pendientes de su resolución o  sujeta a su guarda por razón de su cargo, pasando a ser sujeto pasivo de los mismos cualquier persona, hombre o mujer.

	c) Modificar el delito de rapto, suprimiendo distinciones entre mujeres por ser doncellas o de buena o mala fama, atendido que el bien jurídico protegido es la libertad de las personas  entre las que no cabe hacer tal tipo de distinciones, siendo la finalidad de abuso sexual un interés cofundante.

	d) Reemplazar el delito de violación, para considerar  como sujeto activo o pasivo tanto al hombre como a la mujer, incluir en la conducta típica el acceso carnal mediante cualquier tipo de penetración sexual (vaginal, anal o bucal); sancionar específicamente el grado de tentativa conforme con las reglas generales y no como delito consumado y, por último, realizar algunas precisiones en el tipo penal.

	e) Suprimir la violación sodomítica en cuanto se configura en el nuevo artículo 361 un delito de violación común a ambos sexos.   

f) Suprimir la disposición que sanciona con la pena de presidio perpetuo al que, con motivo u ocasión de violación o de sodomía causare, además, la muerte del ofendido, en cuanto considera una forma de responsabilidad objetiva que prescinde de toda consideración a la culpa�bilidad, lesionando con ello los derechos esenciales del inculpado, que podría ser penalizado sin que exista culpa alguna.

	g) Adecuar el delito de estupro a fin de permitir su efectiva vigencia, relacionándolo al abuso de superioridad o al engaño, circunstancias de las que pueden ser víctima personas de uno u otro sexo, e incluso mayores de edad.

	h) Modificar el delito de sodomía en cuanto se configura en el nuevo artículo 361 un delito de violación común a ambos sexos y se prevé en el artículo 363 el estupro de varones; de este modo, aparece más fuertemente protegido el hombre que es víctima de un delito sexual.

	i) Reemplazar el delito de abusos deshonestos por el de abusos sexuales.

	j) Agregar, como agravante especial, en los delitos de violación, estupro y abusos sexuales, el que la víctima sea pariente del hechor, o se trate de una persona que estuviere a su cuidado o se encontrare en situación de dependencia.

	k) Suprimir el párrafo 9 del Título VII del Libro Segundo del Código Penal relativo al adulterio, ya desincriminado en virtud del artículo 34 de  la ley N° 19.335.

l) Establecer  medidas  que el juez puede aplicar como mecanismo preventivo de protección del ofendido, o como penas alternativas a las privativas de libertad, de manera de perfeccionar el derecho vigente en la búsqueda de soluciones más justas, eficientes y respetuosas de la dignidad humana, que ayuden a evitar la ocurrencia de estos delitos y faciliten la rehabilitación de los responsables. 

	m) Trasladar el delito de incesto� a otro párrafo, con la misma numeración que el anteriormente indicado, a fin de no insertarlo entre los delitos en que interviene la fuerza, el engaño o el abuso. Ello, porque el incesto es un delito plurisubjetivo o bilateral, consensual, criminalizado por consideracio�nes eugenésicas y sociales.   

	n) Establecer, como regla general para estos delitos contra la libertad sexual, la estimación de la prueba conforme con las reglas de la sana crítica, para facilitar la correcta ponderación de los antecedentes del proceso.

	ñ) Introducir una serie de modifica�ciones al Código de Procedimiento Penal  con el fin de agilizar el ejercicio de la acción y la denuncia de estos delitos, su prueba y la comprobación de la identidad del delincuente, como asimismo, hacer coherentes las disposiciones de este Código con las nuevas normas que se proponen.

	o) Establecer nuevas normas en relación con los derechos y obligaciones del padre o la madre respecto de sus hijos cuando han sido víctimas, por parte de uno de ellos, de alguno de los delitos de violación, incesto o abusos deshonestos.� En tales casos, se extingue el deber de respeto y obediencia y el de socorro; el derecho de corregir y castigar y de dirigir la educación del hijo; se pierde la patria potestad y se produce consecuencialmente la emancipación judicial del hijo y, por último, se priva al padre o madre natural condenado por estos delitos de la guarda legítima del hijo natural.

	p) Modificar el Código Orgánico de Tribunales con el fin de  dotar de competencia al juez del crimen para pronunciarse sobre la acción de divorcio que se interponga contra el cónyuge condenado por los delitos de violación, incesto o abusos deshonestos en la persona del otro cónyuge o de algunos de los hijos.

	q) Incorporar como causal de divorcio la condena por los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona del otro cónyuge o de un hijo.  

	r) Modificar la ley sobre libertad condicional acorde con las enmiendas introducidas respecto del delito de sodomía.

Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión.�tc "Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión." \f C \l 1� 

	Vuestra Comisión ha acordado recomendaros que tengáis a bien aprobar las siguientes adiciones o enmiendas introducidas por el Senado al proyecto aprobado por la Corporación:

Artículo 1°.

N° 1, nuevo, artículos 141, 142, 142-A y 142 B, nuevos.

N° 4, letra b).

N° 5, que corresponde a los Nos. 4 y 5 del proyecto de  la Corporación.

La supresión del N° 8 del proyecto de la Corporación.

N° 8, que corresponde al N° 9 del proyecto de la Corporación.

La supresión del N° 12 del proyecto de la Corporación.

N° 13, artículos 366-A y 366-C, nuevos.

La supresión del N° 15 del proyecto de la Corporación.

Nos. 14 y 15 nuevos.

N° 18 (N° 19 en el texto de la Corporación, artículo 370).

Nos. 19 y 20,  nuevos.

N° 21.(N° 20 en el texto de la Corporación, artículo 372).

N° 23, nuevo.

N° 24.(N° 23 en el texto de la Corporación).

Artículo 2°, nuevo.

Artículo 3° (2° en el texto de la Corporación).

N° 1.

La supresión de los Nos. 3 y 4 del proyecto de la Corporación.

N° 4 (5 en el texto de la Corporación).

La supresión del N° 9 del proyecto de la Corporación.

Artículo 4° (3° en el texto de la Corporación).

La supresión de los Nos. 2, 3, 4, 5 y 6 del artículo 3° del proyecto de la Corporación.

Artículo 4° de la Cámara.

Su supresión.

-------- 

	Vuestra Comisión ha acordado recomendaros el rechazo de las siguientes adiciones y enmiendas introducidas por el Senado al proyecto, con el fin de provocar de esta forma el trámite de la comisión mixta previsto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República e instar al restablecimiento de la normativa suprimida o modificada: 

Artículo 1°.

N° 1, nuevo, artículo 142-C, nuevo.

N° 6.

N° 7.

N° 9, nuevo.

N° 10.

N° 12.(N° 13 en el texto de la Corporación).

N° 13, artículos 366 y 366-B.(N° 14 en el texto de la Corporación).

N° 16.

N° 17, artículos 369, 369-A y 369-B.

N° 18 (artículo 369 bis).

N° 22 (N° 21 en el texto de la Corporación, artículo 372 bis).

La supresión del N° 22 de la Corporación.

N° 25 (N° 24 en el texto de la Corporación).



Artículo 3°

N° 2.

N° 3, nuevo.

N° 5 (N° 6 en el texto de la Corporación).

N° 6, nuevo.

N° 7.

La supresión del N° 8 del texto de la Corporación.

Artículo 4° (3° de la Corporación)

El reemplazo de su encabezamiento.

La sustitución de su N° 1.

Artículo 5°

Su supresión.

Artículo 6°

Su supresión.

Artículo 5°, nuevo.

Su agregación.

Texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados; adiciones o enmiendas introducidas por el Senado y su alcance, y acuerdos adoptados por la Comisión.�tc "Texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados; adiciones o enmiendas introducidas por el Senado y su alcance, y acuerdos adoptados por la Comisión." \f C \l 1� 

	En esta parte del informe, se hará una síntesis del articulado del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados y sus fundamentos; a continuación de cada artículo se indicarán las adiciones o enmiendas introducidas por el H. Senado y su sentido y alcance; luego, se consignará, cuando corresponda, el debate habido en la Comisión,  para terminar con los acuerdos adoptados en orden a recomendar la aprobación o el rechazo de tales adiciones o enmiendas.

	Como alcance de tipo general, cabe señalar que el proyecto que el H. Senado ha tenido a bien aprobar innova substancialmente con el proyecto despachado por la Cámara de Diputados en materia de delitos sexuales, como puede comprobarse teniendo a la vista el boletín comparado que ha 2elaborado la Secretaría de la Corporación y con la lectura de los antecedentes que a continuación se exponen:

A.- En relación con las modificaciones al Código Penal.�tc "A.- En relación con las modificaciones al Código Penal." \f C \l 2�

(Artículo 1° del proyecto)

N° 1, nuevo, del Senado.

	El Senado ha aprobado un número 1, nuevo, que sustituye los artículos 141, 142 y 142 bis, relativos a los delitos de secuestro de personas y substracción de un menor de dieciocho años.

En sustitución de ellos, propone cinco artículos, signados como artículos 141, 142, 142-A, 142-B y 142-C. 

	El primero reemplaza el artículo 141, sancionando al que privare a otro de su libertad, con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados. Añade que la pena será de reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo si la privación de libertad se prolongare por más de tres días.

	El segundo artículo propuesto, que sustituye al 142, sanciona la sustracción de un menor de diez años con la pena de reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo. �

	En un nuevo artículo 142-A,  se califica la privación de libertad y la sustracción del menor, señalando que si se realizaren con el propósito de imponer condiciones a un tercero bajo amenaza de causar daño en la persona del ofendido o de prolongar la privación de su libertad o su sustracción, o si una vez cometido el delito se impusieren condiciones en los mismos términos, la pena será de reclusión mayor en su grado mínimo a medio.

	La cuarta disposición que se propone, como artículo 142-B, dispone que, tanto en el caso del secuestro como en el de la sustracción de menores, cuando se pusiere término a la privación de libertad, retornando o haciendo posible al ofendido retornar a lo suyo, exento de grave daño, no se aplicará la mitad superior de las penas.

Faculta, además, al tribunal, para rebajar el mínimo de la pena establecida en el artículo 142-A en uno o dos grados respecto de quien, sin haber obtenido el cumplimiento de las condiciones impuestas al tercero, voluntariamente pusiere término a la privación de libertad o sustracción y retornare o hiciere posible el retorno del ofendido a lo suyo, exento de grave daño.

	El nuevo artículo 142-C mantiene, con algunas precisiones, la actual disposición del inciso final del artículo 141, que dispone que el que con motivo u ocasión del secuestro cometiere además homicidio, violación, violación sodomítica o algunas de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397,  N° 1, en la persona del ofendido, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a muerte.

	Tales precisiones son:

En primer lugar, la de consignar que las otras conductas han de cometerse “con ocasión” del secuestro, eliminando la referencia a que podrían perpetrarse también  con “motivo” del mismo. 

En segundo lugar,  está la eliminación de las referencias a la violación y a la violación sodomítica. �

	En tercer lugar, se restringe la referencia al artículo 396, referido a las mutilaciones, sólo al inciso primero de ese artículo, que comprende la mutilación de un miembro importante, para que exista la debida correlación con las otras referencias a los delitos de lesiones, que son la castración y las lesiones gravísimas. 

	Consta,  en el segundo informe de la Comisión del Senado, la posición contraria a la pena de muerte tanto del Ministerio de Justicia como del Departamento de Ciencias Penales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile.

-------- 

	En el seno de vuestra Comisión hubo un amplio debate sobre estas enmiendas del Senado. 

	El Diputado señor BUSTOS fue de parecer de que las modificaciones introducidas por el Senado en los delitos contra la libertad, propiamente tal, particularmente la ambulatoria, tipifican mejor tales delitos.  Los delitos contra la libertad están, en la actualidad, mal configurados en el Código Penal, atendiendo a su antigüedad.  La proposición del Senado es modernizadora.

	El único problema que ve en la fórmula propuesta por el Senado es que el artículo 142 C considera la pena de muerte, lo que es contrario al Pacto de San José de Costa Rica, ratificado por Chile.  Éste obliga a que cuando se crea un nuevo delito no se puede imponer la pena de muerte.  Así, en el artículo 142 C la pena debería ser presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo.  También, en esta materia debe tenerse presente la Constitución Política de la República. �

	El Diputado señor WALKER, don Ignacio, llamó la atención sobre el artículo 142 , que sólo se refiere a los menores de 10 años, en circunstancias que la disposición vigente es aplicable a los menores de 18 años.  Asimismo, estimó que en el artículo 142 C se debería incluir el delito de violación.

	Sobre el primer punto, el Diputado señor BUSTOS indicó que se rebajó la edad porque en la sustracción de menores se atiende a la capacidad de un sujeto para decidir trasladarse de un lugar a otro.  En este caso la norma se refiere al niño propiamente tal, que es el que debe protegerse.  Esto fundamenta la agravación.

	El Diputado señor BARTOLUCCI estimó dudoso que en este último artículo, el 142-C, se estuviera tipificando un nuevo tipo; más bien se estaría dando una nueva redacción a un tipo ya existente.

	El Diputado señor BUSTOS fue de opinión de que se trataba de un nuevo tipo penal. Recordó, al efecto, que en el caso en el que fue parte Francisco Javier Errázuriz Talavera, relativo a la ley de valores,  en la que se había producido una leve modificación del tipo, la Corte Suprema concluyó que se trataba de un nuevo tipo, que derogaba el anterior, por lo que el caso investigado no podía ser incluido dentro del nuevo tipo.

	Lo mismo se puede plantear a propósito de la violación, en la que se utilizan las expresiones “violencia o intimidación”, en circunstancias que siempre se han utilizado las expresiones “fuerza o intimidación”.

	Sobre el problema del tipo, se debe tener presente que el principio de garantía ha sido entendido por los tribunales como garantía formal y no como garantía material, por lo que se debe ver formalmente que es lo que está en el tipo, que es lo que considera una y otra disposición.  Se atiende a los elementos y no al bien jurídico afectado.

	El Diputado señor COLOMA estimó que el Pacto de San José de Costa Rica se refiere a nuevos tipos.  Una modificación de redacción, que no es sustancial, no puede ser calificada como un nuevo tipo.  Por esta vía cualquier modificación menor podría evitar que se mantenga la pena de muerte en los delitos que hoy la consideran.  Está bien no extender la pena de muerte, pero tampoco es bueno pretender restringirla por la vía formal.  El Pacto de San José de Costa Rica no puede ser aplicado de manera amplia.  

	Fue partidario de votar por la proposición del Senado de manera íntegra.

	La Diputada señora GUZMÁN señaló que estaba de acuerdo con la proposición del Senado.  Preguntó qué es lo que sucede con el delito de rapto, cuya comisión, además de privar de la libertad ambulatoria, priva de la libertad sexual.

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia)  explicó que el Senado eliminó el rapto por ser un delito contra la libertad ambulatoria que abarca íntegramente los supuestos de hecho de los delitos de secuestro, sustracción de menores o inducción al abandono de hogar.  El rapto puede ser considerado dentro del delito de privación de libertad o sustracción de menores, cometido para imponer exigencias o arrancar decisiones.

	El Diputado señor BUSTOS aclaró que los delitos que se están regulando afectan la libertad y que el rapto es un delito contra la libertad ambulatoria que se distingue porque existe un determinado ánimo, que agrava el delito. Por esto en las legislaciones modernas el rapto ha desaparecido y queda comprendido dentro de los delitos contra la libertad en general.  

	El Senado estableció un marco penal amplio que es adecuado.  Va desde reclusión menor en cualquiera de sus grados, y si hay abuso sexual se establece un aspecto que agrava el delito y aumenta la pena.

	El Diputado señor ELGUETA coincidió con el Diputado señor Bustos en que los tribunales de justicia, ante una innovación del tipo, tienden a absolver.  Así ha ocurrido con la ley de quiebras y la ley de drogas.  Se debe tener especial cuidado cuando se modifican los elementos del tipo para evitar que se absuelva en casos en que no corresponde.

	En cuanto al artículo 141, le pareció razonable la rebaja del período de encierro o detención de quince días a tres días, ya que este último tiempo es suficiente para doblegar la voluntad de la persona.

	Estuvo de acuerdo en que se debe eliminar la pena de muerte en el artículo 142-C.

	El Diputado señor LUKSIC insinuó que considerar la pena de muerte podría ser  contrario al artículo 5º de la Constitución Política de la República y que podría recurrirse al Tribunal Constitucional de mantenerse, criterio que fue compartido por el Diputado señor Bustos.

	El Diputado señor CARDEMIL estimó que se debe ser claro en que el rapto protege dos bienes jurídicos, que son la libertad ambulatoria y la libertad sexual.  Sería adecuado fijar en la historia fidedigna de la ley que siempre se considerará como agravante el ánimo de violentar sexualmente a la víctima.

	Preguntó, de manera general,  quién define si en un acto legislativo se está elaborando un nuevo tipo penal o se está redactando el mismo tipo de otra forma, a lo que varios señores Diputados respondieron que la definición está a cargo de los tribunales de justicia.

	El Diputado señor BARTOLUCCI preguntó cómo se trató el tema de la pena de muerte en el Senado.

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia) le respondió  que se trató en general, pero no a propósito del Pacto de San José de Costa Rica.

	La Diputada señora SCIARAFFIA manifestó que le llamaba la atención que se haya eliminado, en el artículo 142 C, la violación sodomítica.  Esto significaría que además de eliminarse el rapto, se está eliminando el secuestro con violación y el secuestro con violación sodomítica.

	El Diputado señor BUSTOS estuvo de acuerdo en que en el artículo 142-C debe considerarse la violación.  Con todo, como el delito de violación tiene una pena alta y como por las reglas del concurso ideal de delitos se debería  aplicar la pena más grave, si se considerara la violación en el artículo 142 C se llegaría a una pena muy alta.

	El Senado siguiendo la tendencia modernizadora ha optado porque se apliquen las reglas generales del Código Penal, de manera que se utilicen las normas relativas al concurso real de delitos.  Esto evita problemas de interpretación.  En los casos sumamente graves se ha optado por considerar delitos compuestos y en los demás casos se aplican las reglas generales.

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia)  fue de parecer de que la aplicación de las reglas sobre el concurso de delitos determina la aplicación de una pena equivalente.

	El Diputado señor BARTOLUCCI señaló que si no se aprueba el artículo 142 C, propuesto por el Senado, la “lectura popular” será que se están rebajando las penas.

	El Diputado señor COLOMA consideró que la votación de los artículos 141, 142, 142 A, 142 B y 142 C, era compleja, ya que esta última disposición incide en el artículo 141 vigente. 

--------

	Cerrado el debate y puestos en votación sucesivas los artículos  141, 142, 142-A y 142-B, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

	Puesto en votación el artículo 142 C, cuatro señores Diputados estuvieron por recomendar a la Corporación su aprobación y nueve señores por recomendar su rechazo. En consecuencia, la Comisión acordó recomendar su rechazo.

Nos. 1 y 2 de la Cámara.

	Han pasado a ser números 2 y 3, sin enmiendas, por lo que deben darse por aprobados.

	El primero modifica el número 3° del artículo 223, con el fin de sustituir el vocablo “mujer” por “persona”.  

	Este artículo contempla el delito de prevaricación, que sanciona la grave infracción de cualquiera de los deberes que las leyes imponen a los jueces, que pueden cometer, entre otros casos, cuando seduzcan o soliciten a “mujer” procesada o que litigue ante ellos, pasando a ser sujeto pasivo, con la modificación, cualquier persona, hombre o mujer.

	El segundo modifica el artículo 258 del Código Penal, que sanciona al empleado público que solicitare a mujer que tenga pretensiones pendientes de su resolución. 



N° 3 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 4.

	Modifica el artículo 259, que sanciona al empleado (público) que solicitare a mujer sujeta a su guarda en razón de su cargo, agravándose la pena si la persona solicitada fue cónyuge o pariente de la solicitada. 

	Por la letra a) se reemplaza, en el inciso primero, la expresión “mujer” por “persona”, enmienda que el Senado ha aprobado.  

	Por la letra b), se reemplazan las referencias a “mujer, hija, madre, hermana o afín legítima en los mismos grados” por las de “cónyuge, descendiente, ascendiente o colateral hasta el segundo grado”, a las que se añade la de quien tuviere una relación análoga a la del matrimonio con quien estuviere sujeto a guarda.  

	El Senado estuvo de acuerdo con las modificaciones relacionadas con el parentesco — que además adaptan la norma a la inclusión del hombre como sujeto pasivo — , pero no concordó con la expresión “relación análoga a la del matrimonio”, porque induce a pensar en una equivalencia entre el matrimonio y una situación de hecho que no se precisa con claridad. 

	Por este motivo, prefirió reemplazarla por la de “conviviente”.

	Ese es el alcance preciso de la sustitución que hiciera al inciso segundo de este artículo.

-------- 

	Sin debate, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

Nos. 4 y 5 de la Cámara.

	El Senado los ha refundido, pasando a ser número 5.

	El primero modifica el artículo 358, relativo al delito de rapto de fuerza.

	De acuerdo con el artículo 358, el rapto de una mujer de buena fama ejecutado contra su voluntad y con miras deshonestas, es penado con presidio menor en su grado máximo a mayor en su grado mínimo (3 años y 1 día a 10 años). Cuando no gozare de buena fama, la pena es de presidio menor en cualquiera de sus grados ( de 61 días a 5 años).

	En todo caso,  se impondrá la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados si la raptada fuere menor de doce años.

	El delito se consuma por el hecho de la sustracción o apoderamiento de la persona de la víctima, cualquiera que sea el tiempo que permanezca en poder del raptor y la distancia a la que fue trasladada.

	El sujeto pasivo debe ser una mujer.

	En el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados se sustituye este delito, suprimiéndose las distinciones entre mujeres de buena o mala fama, atendido que el bien jurídico protegido es la libertad de las personas, siendo el abuso sexual un interés cofundante.

	El número 5 deroga los artículos 359 y 360.

	El primero se refiere al rapto de seducción, que se produce con la anuencia de la víctima, que debe ser una doncella menor de veinte y mayor de doce años.

	El segundo sanciona, con una pena agravada, a los inculpados de delito de rapto que no dieren razón del paradero de la persona robada, o explicaciones satisfactorias sobre su muerte o desaparición.

-------- 

	El Senado ha reemplazado estos dos numerales y ha propuesto la derogación de los artículos 358, 359 y 360.

	Para resolver en tal sentido,  tuvo presente que el rapto es un delito contra la libertad ambulatoria, que abarca íntegramente los supuestos de hecho de los delitos de secuestro, sustracción de menores o inducción al abandono de hogar, que se contemplan en los artículos 141, 142 y 357 del Código Penal.  

	A este contenido se le agrega una nota de peligro para la libertad o indemnidad sexual, representada por el elemento subjetivo, consistente en la finalidad de cometer un atentado sexual. De ahí que el rapto equivalga, en el sistema de delitos contra la libertad, al tipo de privación de libertad o sustracción de menores cometido para imponer exigencias o arrancar decisiones.

	Por esta razón y considerando la realidad social, estimó que no resultaba suficientemente justificada la mantención de esta figura penal especial, salvo para aplicarle una penalidad más benigna que la que le correspondería a la conducta por aplicación de los tipos de secuestro o sustracción de menores calificados por la intención de poner condiciones. 

 	El Ministerio de Justicia, durante la discusión del proyecto en el Senado, hizo presente que, comprendiendo las poderosas razones de política criminal, avaladas por el derecho comparado, que aconsejaban la derogación de este delito, no podía desconocerse que el disvalor de la privación de libertad con miras sexuales o sentimentales disminuye en ciertos sectores, preferentemente rurales, originando situaciones que muchas veces se resuelven con acuerdo de las partes y aprobación de su entorno familiar, en un matrimonio libremente consentido por la raptada.  

	Ello permite que el raptor se beneficie con la excusa absolutoria prevista en el artículo 369, lo que no ocurriría de suprimirse la figura del rapto.  

	Observó, sin embargo, que este propósito no se consigue con el texto aprobado en el primer trámite constitucional, que exige que las miras sean “al abuso sexual” y no “sexuales”, y que, además, no establece como límite mínimo de edad los 12 años, indispensable para poder hacer operar la excusa absolutoria del matrimonio cuando la víctima fuese una mujer, ya que antes de esa edad es incapaz para contraer ese vínculo.  

	La Comisión informante del Senado estimó que, para satisfacer la inquietud del Ministerio de Justicia, no era indispensable mantener el delito de rapto, puesto que, como son aplicables las otras sanciones a las conductas que atentan contra la libertad ambulatoria, bastaría con hacer procedente en el caso de éstas la excusa absolutoria del matrimonio válido con la ofendida, a la que podría agregarse la posibilidad de que se formare convivencia libremente consentida por ésta.  

	De esta forma se reconoce que, en ciertos casos, hay una íntima vinculación entre el secuestro o la sustracción de menores, esto es, la privación de libertad, y el atentado sexual posterior, y, por lo mismo, existe la necesidad de que tales delitos reciban un tratamiento conjunto.  

--------

	En atención a los antecedentes tenidos a la vista, sin debate, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 6 de la Cámara.

	Sustituye el artículo 361, relativo al delito de violación.

	El Código Penal sanciona la violación de una mujer, delito que se comete “yaciendo” con ella en alguno de los casos que en el precepto se indican: 1° Cuando se usa de fuerza o intimidación. 2° Cuando la mujer se halla privada de razón o de sentido por cualquier causa. 3° Cuando sea menor de doce años cumplidos, aun cuando no concurra ninguna de las circunstancias expresadas en los dos números anteriores.

	En el caso del número 3°, la pena, que es de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio (de 3 años y 1 día a 15 años), se eleva a presidio mayor en sus grados medio a máximo (10 años 1 día a 20 años).

	Sujeto activo de este delito, por la naturaleza de la acción, sólo puede serlo un hombre; y sujeto pasivo, una mujer, sin que sea de apreciar su estado civil, edad, reputación o doncellez, porque lo que la ley defiende es su libertad sexual.

-------- 

	En la disposición aprobada por la Cámara de Diputados, que mantiene las actuales penas, se estableció que comete violación el que tuviere “acceso carnal” con una “persona”, pudiendo admitir cualquier tipo de penetración sexual, sea vaginal, bucal o anal.

	Se considera como sujeto activo o pasivo del delito de violación tanto al hombre como a la mujer, con lo cual se les iguala, quedando ambos regidos por una misma conducta y por idénticas modalidades de ejecución.

	Con ello, quedan comprendidas en la violación conductas que antes tenían acomodo en otras figuras delictivas, como la de la violación sodomítica del artículo 365, que precisamente se deroga, o la de abusos deshonestos. 

	A futuro, el bien jurídico protegido, la libertad sexual genital de la mujer, se reemplaza por la libertad sexual de la persona.

La violación tendrá lugar 1° Cuando se usa de fuerza o intimidación. 2° Cuando la persona se encuentra privada del sentido o en situación que le impida resistir o se abusare de su enajenación. 3° Cuando la víctima sea menor de 12 años cumplidos, si fuere mujer, o de 14, si fuere varón.

	En el caso del N° 3° la pena se sube en un grado.

	En la situación prevista en el  número 2°, se perfecciona aun más  la modalidad de ejecución consistente en encontrarse la víctima privada de razón, exigiéndose, a cambio, que el delincuente abusare efectivamente de su enajenación, con lo cual se produce un “trueque” entre “privada de razón” y “enajenación”.

	La expresión “privada de razón”, utilizada originalmente, sugería no pocas dificultades de cara a depurar su significado, ya que para muchos era sinónimo de enfermedad mental a secas. Por enajenación, en cambio, ha de entenderse el estado de inimputabilidad en que se encuentra una persona, substancialmente, pero no necesariamente, a raíz de una enfermedad mental.

	La disposición vigente implicaba para la mujer privada de razón una suerte de prohibición, a lo menos indirecta, de ejercer la sexualidad en forma compartida.

	No es, con todo, ése el único cambio que se propone, siendo de especial relevancia la exigencia legal de que “se abusare de su enajenación”.

	El aprovechamiento de tal circunstancia entraña un prevalimiento, una explotación de la dolencia que aqueja al sujeto pasivo para utilizarle sexualmente.

	Es precisamente esta exigencia, la de abusar de esta circunstancia, la que va a permitir al enajenado relacionarse sexualmente, sin riesgo de que su pareja incurra en responsabilidad criminal, salvo si conoce el estado de aquél y se prevalece de ello.

	El aprovechamiento de tal circunstancia entraña un prevalimiento, una explotación de la dolencia que aqueja al sujeto pasivo para utilizarle sexualmente.

-------- 

	El Senado ha sustituido este artículo 361 partiendo del supuesto de que, desde un punto de vista de política criminal, sólo tiene sentido sancionar como “penetración sexual” la penetración genital o coito, sea de la cavidad vaginal, que representa el caso paradigmático de violación, o de la cavidad anal, conductas que deben ser equivalentes en cuanto a la gravedad de la pena que se les asigne.  

	Sanciona como violación tanto el coito vaginal como el anal, sea heterosexual u homosexual, con una persona mayor de doce años, sea hombre o mujer.

Se aclara en el informe respectivo que el hecho de que el Código Civil fije la edad de término de la pubertad del varón en los 14 años, en lo que atañe a la sexualidad, tiene por objetivo condicionar la validez del contrato del matrimonio; y no hay contradicción en establecer un requisito más estricto para reconocer validez al matrimonio que para desincriminar el consentimiento prestado a la realización de una acción sexual.

	Con todo, juzgando excesiva la consecuencia de esta igualación, aprobó un artículo 362-A, que establece una hipótesis de estupro de seducción abusiva, que protegerá tanto a los varones como a las mujeres que se encuentran en la edad del despertar de la sexualidad, que va de los 12 a los 14 años de edad.    

	Las demás formas de penetración que pueden darse, que se acercan más a la masturbación o remedo de coito, sea por la cavidad bucal o mediante la introducción en las cavidades vaginal o anal de objetos distintos del órgano sexual masculino son ciertamente conductas reprochables penalmente, pero como casos de abuso sexual genéricos, más o menos graves según las circunstancias.  

Además, podría estimarse que se afectaría el principio de legalidad si se aceptara consignar como descripción de la conducta la de tener acceso carnal mediante “cualquier tipo de penetración sexual”, como lo ha propuesto la Cámara de Diputados.

	En lo que respecta a las circunstancias constitutivas de la violación, sustituyó los numerandos aprobados por la Cámara de Diputados por otros que las precisan más adecuadamente.  

	En tal virtud, prefirió utilizar el término “violencia”, por ser más preciso que el de “fuerza” para designar un medio comisivo específico de coacción y que corresponde a la terminología del Código.  	

	En cuanto a la “privación del sentido” de la víctima, prefirió sustituirla y definirla como una situación de incapacidad corporal o mental para resistir al ataque, exigiendo, a la vez, el abuso de esa condición por parte del agresor. 

	Con lo primero, se explicita que la privación de sentido es un supuesto específico, mental, de incapacidad de resistencia, y con lo segundo, se sienta un criterio legal para resolver los casos de error, consentimiento presunto y delimitación frente a la hipótesis de empleo de violencia.  	

	En relación con la privación de razón de la víctima — hipótesis que coprende la disposición vigente —, la definió como una situación de enajenación o trastorno mental, exigiendo, también, abuso por parte del agresor.  

	El añadido del “trastorno” tiene por objeto cubrir otras situaciones de perturbación de la capacidad de autodeterminación sexual.  El Ministerio de Justicia manifestó que entendía comprendidos los casos de embriaguez etílica, el efecto de estupefacientes, enfermedad u otras causas similares, idóneas para hacer perder a la persona el dominio de sus actos y hacerla ajena a sí misma, sea en forma transitoria o sostenida en el tiempo.  	

	En cuanto a la tercera de las circunstancias expresadas en el proyecto de ley de la Cámara de Diputados,  que consiste en que la víctima sea menor de 12 años cumplidos, si fuere mujer, o de 14, si fuere varón, el Senado decidió tipificarla como un delito específico, en una disposición separada (nuevo artículo 362).  

--------

	El Diputado señor BUSTOS expresó que la proposición del Senado tiene algunos aspectos positivos, pero que también la proposición de la Cámara de Diputados tiene algunas ventajas.  Le pareció bien que se haya reemplazado la expresión “cualquier tipo de penetración sexual” al definir el acceso carnal, porque se pueden presentar problemas con el orificio auditivo.  Debe limitarse a la penetración vaginal, anal y oral, que es donde se presenta una agresión sexual grave. 

	Debe agregarse al texto del Senado el abuso sexual oral.

	No está de acuerdo con el Senado cuando utiliza en el número 1 del inciso segundo del artículo 361 la expresión “violencia o intimidación”.  La fórmula que siempre se ha utilizado y que nunca ha provocado problemas corresponde a “fuerza o intimidación”.  Aquí se pueden presentar problemas con la modificación del tipo, porque se puede discutir si violencia es lo mismo que fuerza.

	En el segundo supuesto del inciso segundo — cuando se abusa de la incapacidad corporal o mental de la víctima para oponer resistencia — le parece más adecuada la fórmula de la Cámara de Diputados,(cuando la persona se hallare privada del sentido o en situación que le impida resistir, o se abusare de su enajenación).  Corresponde a una serie de casos conocidos jurisprudencialmente, como, por ejemplo, personas sometidas a operación quirúrgica o intervención dental y que son víctimas de delito.

	Tuvo dudas de que el caso del menor deba ser tratado como tipo aparte.  El Senado lo trata de manera específica en el número 7, sustituyendo el artículo 362, al objeto de reforzar la idea de protección al menor.  El problema es que considera víctima al menor de doce años y al mayor de doce años, por lo que quien tiene doce años no podría ser sujeto pasivo de ninguno de los delitos considerados en los artículos 361 y 362.

	En conclusión, señaló que debía combinarse la proposición del Senado con la de la Cámara de Diputados, lo que sólo puede lograrse si se rechazan esas adiciones o enmiendas.

	El Diputado señor WALKER, don Ignacio, dijo que le parecía más adecuada la redacción acordada por la Cámara de Diputados, porque en el número 2º lo que se sanciona es el hecho de que la víctima esté privada de sentido o en situación que le impida resistir, a lo que se añadió la posibilidad de que se abusare de su enajenación, que es una cosa distinta.  Cómo lo plantea el Senado,  se necesitaría de dos requisitos: la incapacidad corporal o mental y el abuso de esa incapacidad.

	La Diputada señora CRISTI planteó dudas respecto de la conveniencia de que la agravación de la pena sólo se produzca cuando la víctima sea menor de doce años.  Le parece que aun quienes tienen doce años son niños de escasa edad.

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia) explicó que,  en el caso de tratarse de una persona menor de doce años,  puede que no concurra ninguna de las otras circunstancias enumeradas en el inciso segundo del artículo 361, porque basta que sea menor de doce años para que haya violación, independientemente del consentimiento de la persona.  Además, la pena es mayor.

	La Diputada señora SCIARAFFIA opinó que la nomenclatura utilizada por el Senado en los números 2º y 3º del artículo 361 lleva a confusiones.  Asimismo, estimó que el tema de la edad debe ser tratado en un artículo distinto.

	El Diputado señor ESPINA manifestó que este artículo debía ser tratado en Comisión Mixta,  porque hay un problema de concepción en lo relativo a la ejecución del delito y a su definición.  El inciso segundo excluye la violación por vía oral, lo que no corresponde con la tendencia moderna, que agrega esta forma de penetración a la vaginal y anal.  Además, en la actualidad debe considerarse que pueden ser víctimas del delito de violación tanto las mujeres como los hombres.  El número 1º del Senado excluye la fuerza moral al utilizar la expresión “violencia”, que dice relación con un acto físico.  En cambio, la “fuerza” puede ser tanto moral como física.  Gran parte de la violaciones se consuman con fuerza moral.  Cuando se comete el delito de violación mediante la fuerza física,  normalmente se comete el delito de homicidio o de lesiones graves.  En suma, el artículo debe ser rechazado para que sea revisado por la Comisión Mixta.

	El Diputado señor ELGUETA señaló que se discutió la expresión “acceso carnal”, que para algunos puede ser cometido sólo por el varón.  Otros opinaron que la violación también podía ser realizada con aparatos, lo que significaba que también el delito podía ser cometido por una mujer.  Preguntó si esta situación está considerada en la disposición en discusión.

	El Diputado señor BUSTOS respondió negativamente.  Explicó que esta situación está considerada en otras disposiciones, a propósito de los abusos sexuales.

----------

	Puesto en votación el número 6 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 7 de la Cámara.

	La Cámara aprobó derogar el artículo 362, que establece que el delito de violación se considera consumado desde que hay principio de ejecución, disposición que ha sido objeto de opiniones encontradas en la doctrina y jurisprudencia.

	Para algunos, reputándose consumada la violación desde que se da el principio de ejecución, no cabrían en este caso tentativa ni delito frustrado. Otros, en cambio, consideran que el principio de ejecución a que se refiere este precepto es el principio de ejecución del acto carnal y sería arbitrario referirlo a hechos anteriores. Según el profesor Etcheberry, la jurisprudencia parece irse inclinando por admitir que  el principio de ejecución debe entenderse referido a la cópula misma y que antes de ese “principio”, puede haber actos directamente encaminados a la cópula, que serían sancionados como tentativa o como delito frustado.

	Al suprimirse la disposición, el delito de violación se regirá por las reglas generales en materia de iter criminis.

-------- 

	El Senado ha reemplazado este número y ha propuesto, en sustitución del actual artículo 362 que, por lo tanto, desaparece, uno nuevo, que se refiere específicamente a la violación de una persona menor de doce años.

	Esta distinción de la violación de menores impúberes de la violación de adultos o de menores púberes refleja mejor la distinta naturaleza de uno y otro atentado, que se traduce en la punibilidad del atentado al menor impúber sin consideración al empleo de medios abusivos específicos. 

	La tipificación separada del atentado al menor, sin consideración al empleo de medios abusivos específicos, facilita formalmente su procesamiento, al otorgar un título de incriminación específico y refuerza simbólicamente el efecto preventivo de la penalidad agravada.  

	Como pena asignada al delito de violación de una persona menor de doce años, estimó apropiada la de presidio mayor en cualquiera de sus grados, lo que ofrece al tribunal un marco de flexibilidad que le permitirá apreciar las circunstancias de cada caso. Comprende, por lo demás, la actual sanción de presidio mayor en sus grados medio a máximo, que supera incluso la del homicidio simple.

--------

	En atención a los antecedentes anteriores, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 8 de la Cámara.

	La Cámara de Diputados acordó agregar un artículo 362, nuevo,� con el fin de considerar como circunstancia agravante de la responsabilidad penal en el delito de violación el que la víctima sea ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente o hermano  del autor, o que se trate de una persona que estuviere a su cuidado o se encontrare en situación de dependencia.

	El Senado ha rechazado esta modificación.

	En el informe de la Comisión informante del Senado, se hace constar que se juzgó razonable esta agravante por el mayor disvalor implícito en el abuso del ámbito de seguridad y confianza que representan el hogar o techo compartido, o las relaciones de convivencia, dependencia o cuidado existentes entre autor y víctima, la que en definitiva recibe una agresión en un ámbito que debió razonablemente estimar seguro y de parte de quien esperó o pudo esperar protección, encontrándose, por consiguiente, más indefensa.  

	Con todo, tuvo presente las dificultades de concordancia que surgen en diversos aspectos, como la vinculación con el delito de incesto, en los casos en que media relación de parentesco entre autor y víctima; con las actuales agravantes del artículo 368, cuando la persona se encuentra al cuidado del autor, y con las agravantes genéricas de los artículos 12 y 13 del Código Penal.  

	Además, en el caso de matrimonio o de concubinato entre autor y víctima, se trata de una situación que difiere radicalmente de las demás, en las que  el fundamento de la agravación de la pena es la existencia de un deber absoluto o casi absoluto de abstención sexual del autor respecto de la víctima. 

	Por todo lo expresado, el Senado estimó preferible rechazar esta disposición y ampliar el actual artículo 368, que se modifica por el N° 16 del artículo 1° del proyecto en informe.

-------- 

	El Diputado señor ESPINA explicó que lo que ocurre en este caso es que se produce un problema grave, porque ante tantas circunstancias agravantes el juez, juzgando casos similares, en los que concurren las mismas agravantes, las aplica de distinta manera, con pequeñas variaciones, lo que resulta en la aplicación de cuatro agravantes distintas ante conductas idénticas.

--------

	Puesto en votación el número 8 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 9 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 8.

	En virtud de este número, la Cámara de Diputados reemplazó el epígrafe del párrafo 6 del Título VII, que se refiere al estupro, incesto, corrupción de menores y otros actos deshonestos, por otro que se refiere al estupro, la corrupción de menores y otros abusos sexuales.

	Lo anterior, para respetar que las rúbricas han de tender a expresar el bien jurídico protegido; reflejar, de alguna forma, el traslado del delito de incesto a otro párrafo, para no insertarlo entre los delitos en que interviene la fuerza, el engaño o el abuso y, por último, para utilizar la denominación de “abusos sexuales”, que sustituye a la de “actos deshonestos”.

-------- 

	El Senado estimó preferible referirse en este epígrafe al estupro “y otros delitos sexuales”, por considerar que abarca más apropiadamente las distintas figuras que configuran el párrafo, a la luz de los acuerdos que dicha Corporación adoptó.

--------

	En atención a los antecedentes anteriores, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 9, nuevo, del Senado.

	Se intercala, como artículo 362-A, una disposición que sanciona al que accediere carnalmente a persona mayor de doce años pero menor de catorce años de edad, abusando de su falta de capacidad de autodeterminación, con reclusión menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años). 

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia)  explicó que esta disposición considera un delito especial el acceso carnal a persona mayor de doce años pero menor de catorce años de edad, abusando de su falta de capacidad de autodeterminación.

	La Diputada señora GUZMÁN manifestó que no entiende la razón que se tiene para crear tantos tipos distintos para una conducta semejante.  Le pareció  que era más claro que se estableciera que hay violación en el caso del acceso carnal a persona menor de doce años.

	El Diputado señor BUSTOS dijo que estaba de acuerdo con la Diputada señora Guzmán, porque se producirá el problema de definir autodeterminación sexual, que es un concepto vago. Se producirán problemas interpretativos y, como las penas son altas, los jueces tenderán a no aplicar la norma y sancionar con la pena de menor gravedad.  En lugar de proteger a los menores, el resultado es que se distorsiona el sistema y se desprotege a los menores.  Estimó que debe ser rechazada la proposición del Senado.

	El Diputado señor ESPINA expresó que debe tenerse presente que si en la relación sexual, sea esta voluntaria o involuntaria, participa un menor de doce años se presume la violación.  Estuvo de acuerdo en que esta disposición confunde, porque se agrega una categoría en la que se debe determinar la falta de capacidad de autodeterminación.

--------

	Puesto en votación el número 9 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 10 de la Cámara.

	Reemplaza el artículo 363, que se refiere al delito de estupro, que consiste en el acceso carnal a una doncella mayor de doce años y menor de veinte, interviniendo engaño.

	Si doctrinariamente puede señalarse que la violación es, en cuanto a las ofensas al patrimonio económico, el delito de robo sexual, también puede indicarse que el estupro es la estafa sexual, atendido que el consentimiento de la víctima para el acceso carnal es debido al yerro en que cae el sujeto pasivo, por los engaños empleados por el agente.

	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados define el delito de estupro como aquél que comete  el que tuviere acceso carnal con mujer mayor de doce o con varón mayor de catorce, y menor de dieciocho, “abusando de superioridad originada por cualquier relación o situación, o sirviéndose de engaño” .

	En dicha disposición se agregó, además,  un inciso, para hacer aplicable a este delito las mismas agravantes que se han establecido en el caso de la violación.

	En atención a que el bien jurídico protegido es el de la libertad sexual, no se consideró en el tipo el estado de honestidad ni  de virginidad o de doncellez de la víctima, máxime cuando el sujeto pasivo puede ser un varón.

-------- 

	El Senado, junto con sustituir este numeral,  propone un nuevo artículo 363.

Para proceder en tal sentido, tuvo en consideración que la sanción del engaño —  más allá del error sobre la naturaleza sexual de la conducta —  es improcedente y no representa  un peligro social serio, dado el nivel de información de que disponen actualmente los jóvenes acerca de la sexualidad. 

El reproche que cabe hacer, primordialmente, es por el abuso de una posición de superioridad, por la especial condición en que pueden encontrarse los adolescentes frente a personas experimentadas sexualmente.  	

	Esta protección del libre desarrollo sexual del menor púber debe ser especial frente a la de los adultos, respecto de los cuales las formas menos graves de abuso quedarán impunes o, en todo caso, se sancionarán conforme a otras normas punitivas de menor entidad.  

	Sanciona, en consecuencia, al que accediere carnalmente, por vía vaginal o anal, a una persona menor de edad pero mayor de doce años, precisando, al efecto, tres hipótesis de “abuso”:	

	La primera es el abuso de una anomalía o perturbación mental, aun transitoria de la víctima que, por su menor entidad,  no sea constitutiva de enajenación o trastorno, esto es, de incapacidad de autodeterminación.

	La segunda recoge el concepto de abuso de una posición de superioridad del autor o, lo que es lo mismo, de una relación de dependencia de la víctima, conocida como estupro de prevalimiento, consistente específicamente en abusar de una relación de dependencia originada en el hecho de encontrarse el culpable encargado de la custodia, educación o cuidado de la víctima, o bien en una relación laboral.  	

	La última recoge el concepto de explotación, sancionando como estupro el abuso de una situación de necesidad de la víctima, que ha caracterizado como “grave desamparo” de la misma.  

	Se hace notar por la Comisión informante del Senado que las conductas incluidas en los tres numerandos reseñados son hoy día constitutivas de delito, específicamente abusos deshonestos menos graves, en la medida en que son acciones sexuales realizadas con otra persona mediando abuso. 

	Por consiguiente, la ampliación del delito de estupro no sanciona conductas que hoy sean impunes, sino que corrige el título de incriminación y la cuantía de la pena.  	

	En cuanto a la penalidad, reemplaza la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años), por la de reclusión menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años), por razones de proporcionalidad con las otras figuras típicas que ha aprobado.

---------

	El Diputado señor BUSTOS señaló  que, en general, se consideran dos tipos de estupro. El primero corresponde al de prevalimiento, que es donde existe abuso de la posición de autoridad que tiene una persona sobre otra, comprendido en la proposición del Senado.  El segundo es aquél donde hay engaño, que no es considerado por el Senado, y no se explica por qué lo eliminó.

	Si se obtiene una redacción que reúna el estupro de prevalimiento y el realizado con engaño, se soluciona el problema de incluir los casos graves de acoso sexual, debiéndose regular los casos menos graves por la legislación laboral.

	Para obtener la redacción adecuada de la norma, según lo expuesto, debe proponerse el rechazo de la proposición del Senado.

	La Diputada señora GUZMÁN aclaró que el acoso sexual es considerado por el Senado en el artículo 366.

	El Diputado señor BUSTOS señaló que prefería que fuera regulado junto al estupro por prevalimiento.

	El Diputado señor COLOMA preguntó al Diputado señor Bustos cómo ha sido interpretado por la jurisprudencia el concepto de engaño.

	El Diputado señor BUSTOS respondió que, en general, ha sido interpretado de manera amplia, según la idea de falta de determinación, que es la que utiliza el Senado en el artículo anterior.  Corresponde a los casos en que se ha actuado por ingenuidad.

	La Diputada señora GUZMÁN dijo que en la Comisión Mixta debe agregarse que el estupro también se puede cometer por vía oral.

	La Diputada señora SCIARAFFIA manifestó que el límite de edad debe aumentarse a catorce años, de modo que el estupro bajo esa edad pase a ser violación.

	El Diputado señor ESPINA señaló que debe tenerse cuidado con esta última proposición, porque comprende las situaciones que involucran a las parejas de jóvenes o “pololos”.

--------

	Puesto en votación el número 10 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 11 de la Cámara.

	La Cámara de Diputados derogó el artículo 364, que se refiere al delito de incesto, con el objeto de trasladarlo a otro párrafo, como ya se ha indicado, bajo el número 375, por tratarse de una conducta ilícita en la cual no intervine la fuerza, el engaño o el abuso.

-------- 

	El Senado concordó con la propuesta de trasladar esta conducta, ya que el incesto consentido no es propiamente un delito contra la libertad sexual, en la medida que es de carácter plurisubjetivo, de acción bilateral, esto es, requiere el concurso de dos personas, ninguna de las cuales es víctima de la otra.

N° 12 de la Cámara.

	La Cámara de Diputados aprobó agregar un artículo nuevo, signado con el artículo 364, para sancionar el delito de abuso sexual en contra de una persona.

	Lo comete el que realizare actos de abuso sexual diferentes de la violación y del estupro, ejecutándolos respecto de una persona o haciendo que ésta lo ejecute a él, o sobre sí misma o sobre un tercero, con algunas circunstancias exigidas para alguno de esos delitos.

	Como en el caso del artículo 363, se hace aplicable la agravante especial del artículo 362.

	Corresponde, con las variaciones del caso, especialmente respecto de la edad de la víctima, al delito de abusos deshonestos que sanciona el artículo 366 del Código Penal, � si bien en el nuevo precepto se precisan las conductas típicas, que hoy no se encuentran definidas y que tienen un carácter meramente residual.

	El elemento material de este delito está constituido por todos los actos sexuales libidinosos que se realicen en alguna de las formas que señala el precepto, con la sola excepción de la cópula. 

-------- 

El Senado ha suprimido esta disposición, por no compartir la fórmula utilizada en ella, en cuanto no distingue suficientemente la naturaleza sexual de la conducta realizada y su carácter abusivo, ni establece el límite mínimo del abuso sexual, en el sentido de exigir o no un contacto corporal entre el agresor y la víctima, o entre ésta y un tercero, situación esta última cuestionable de acuerdo a la antigua doctrina que postula que estos delitos no admiten autor mediato.  

	Consideró, además, que todo ello produce una incongruencia con la tipificación de los delitos de estupro y violación, pues, tratándose de estos últimos, se exige la realización de un acto sexual por parte del autor del delito; en cambio, tratándose del abuso, el proyecto abre el tipo a supuestos en que el autor no realiza conducta sexual alguna, sino que constriñe o determina a otros a realizarla, con lo que se podrían alterar completamente las reglas sobre participación en la comisión de aquellos otros delitos.  

	Por otra parte, advirtió la necesidad de establecer una diferencia de penalidades cuando se empleen los medios de comisión del delito de violación, que tiene una pena más grave, y cuando se usen los medios propios del delito de estupro, que recibe una sanción menor.  

	La penalidad, asimismo, debería ser más severa cuando el abuso sexual recae sobre una persona menor de doce o catorce años, que cuando se realiza respecto de una persona mayor de edad, tal como se distingue en la violación.  

	Por todas estas consideraciones, consideró preferible considerar las distintas hipótesis de conductas de abuso sexual al tratar el número 14, que propone derogar el artículo 366 y que el Senado, en cambio, propone sustituir.

--------

	La Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes propone aprobar la proposición del Senado.

	 La recomendación de la Comisión respecto de este número, debe ser concordada con lo que se acuerde respecto del artículo 366.

N° 13 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 12.

	La Cámara de Diputados modificó el artículo 365, que sanciona el delito de sodomía (inciso primero) y el delito de violación sodomítica (incisos segundo y tercero).

	Parece útil recordar que el inciso primero de este artículo, que castiga la sodomía, esto es, el coito entre varones adultos capaces que voluntariamente tienen relaciones homosexuales, fue objeto de diversas indicaciones durante el estudio del proyecto en la Corporación.

	La más radical, que proponía derogar este inciso, se fundaba  en la necesidad de descriminalizar aquellas conductas cuya lesividad social es inexistente, en que no existe propiamente un bien jurídico protegido o en que no se alcanza la gravedad suficiente que justifique recurrir al sistema represivo penal.

	En el derecho penal contemporáneo, los criterios culturales, sociales o morales prevalecientes en un momento determinado no pueden ser el único fundamento para incriminar determinadas conductas, menos aun cuando no existe una víctima afectada en algún bien jurídico, en cuanto supone más bien la participación voluntaria de dos o más sujetos capaces.

	Al no constituir un atentado contra la libertad sexual de los sujetos, único bien jurídico merecedor de tutela penal, pareció prudente suprimir la incriminación de estas conductas, que se cometen con pleno consentimiento de las partes involucradas.

	Se hizo presente, a mayor abundamiento, que este delito carecía  de sustento en un plano de política criminal y que incluso contravenía  disposiciones constitucionales, como la de la determinación típica, al no contener la descripción de una conducta; la de la necesaria afectación de un bien jurídico, porque el comportamiento sancionado no tenía fundamento razonable en el campo del derecho, y la de la igualdad, porque el equivalente femenino de ese mismo comportamiento (el lesbianismo) se hallaba exento de sanción.

	En el mundo occidental sólo queda en Ecuador  y en Alemania. 

	En contrario, se resaltó la aparición de un homosexualismo militante, a veces agresivo, que se organiza y se exhibe, poniendo en el banquillo de los acusados a la sociedad toda por represiva y por discriminatoria. 

	Está demostrado que una permisividad jurídica respecto a situaciones como ésta introduce a los países en una escalada que llega indefectiblemente a plantear diferentes derechos civiles de los homosexuales y a la consideración jurídica de  sus relaciones anormales.

	La sodomía, por lo demás, es un delito en cuanto implica la realización de un acto contra la naturaleza. Es un acto intrínsecamente negativo. Pero también lo es en el sentido de corrupción, en cuanto supone el consentimiento de ambas partes y tiende a permanecer en el tiempo. 

	Al producir el hábito, las partes involucradas tienden a no valorarla como algo malo, produciéndose un problema muy importante de alteración de la conciencia.

	La simple despenalización plantearía una cantidad de interrogantes al cuerpo social respecto de la licitud de la homosexualidad. Hay que evitar dar una señal de que esta conducta “atípica” pasa a ser, una conducta común y normalmente aceptada. Esta relación no tipificada hoy en día, porque es privada, al exteriorizarla y hacerla pública, provoca la alteración de la convivencia del cuerpo social. Al menos, la sociedad chilena se altera.

	En definitiva, se optó por suprimir la disposición del inciso primero del artículo 365 y establecer, en su reemplazo, una disposición nueva que sanciona al que tuviere relaciones sexuales con un menor de dieciocho años de su mismo sexo, sin que medien las circunstancias de los delitos de violación, estupro o abusos sexuales, con una penalidad de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años).

	En lo que respecta a la violación sodomítica, ésta se suprimió, por cuanto se configura en el nuevo artículo 361 un delito de violación común a ambos sexos y se prevé en el artículo 363 el estupro de varones.

	A esas razones obedece la derogación de los incisos segundo y tercero de este artículo.

-------- 

	El Senado rechazó las disposiciones aprobadas por la Cámara de Diputados y optó por mantener el delito de sodomía, consagrado en el inciso primero del artículo 365.

	Consta en el informe de la Comisión del Senado que algunos de sus integrantes — la mayoría —  razonaron en el sentido de que no puede desconocerse que el tema conlleva la existencia de una carga valórica importante, que excede los solos criterios de técnica jurídica, poniendo de relieve que la revisión de este tipo penal no es una de las ideas matrices del proyecto de ley, y que la eliminación del castigo a la sodomía podría entenderse como la emisión de una señal inconveniente a la población, en cuanto a que sería como socialmente aceptable una conducta que es naturalmente desviada, lo que puede derivar en que más adelante se intente equiparar la pareja homosexual a la pareja heterosexual.  

	Otros, en cambio, estimaron que, por criticable que pueda ser la homosexualidad desde el punto de vista moral, éste es un ámbito de la vida privada que no debe ser regulado por el derecho, que tampoco contempla normas sobre otros tipos de conductas sexuales. Añadieron que no implica la antesala del reconocimiento de la pareja homosexual, sino, simplemente, el levantamiento de la amenaza de un castigo penal que rara vez se aplica, pero constituye fuente de extorsión.  

	En relación con la letra b) de este número, el Senado optó por sustituir los incisos segundo y tercero — y no derogarlos,  como lo propuso la Cámara de Diputados — por un precepto que impide la aplicación de las penas agravadas en virtud de las reglas del concurso ideal entre la sodomía y la violación o el estupro.  

	Para resolver en tal sentido, tuvo en consideración la opinión del representante del Departamento de Ciencias Penales, quien advirtió que la sola derogación de los incisos segundo y tercero del artículo 365 produciría un efecto indeseado, cual es el concurso ideal de la sodomía con los delitos de violación o estupro, que no ocurriría si la sodomía consistiera exclusivamente en la relación sexual libremente consentida.  Del hecho de que se cometa incluso cuando la relación es mutuamente consentida no se deduce que se cometa sólo en tal circunstancia: si consiste en el coito homosexual, quien lo realiza utilizando violencia o amenaza añade a la sodomía la coacción.  

	Dicho representante agregó que la ley Nº 17.727, que introdujo el inciso segundo al artículo 365, creando un tipo calificado de sodomía — y manteniendo, por tanto, la sodomía como título de incriminación —, aceptó este criterio del concurso ideal entre sodomía y coacción, (o, en último caso, entre sodomía y abusos deshonestos), desautorizando la tesis que veía la sodomía como relación consentida.  En consecuencia, la sodomía coercitiva (llamada “violación sodomítica”), realiza todos los elementos del tipo básico de sodomía, y, además, alguno de los elementos propios de las circunstancias de la violación (o abusos deshonestos graves).  

	Fue de parecer de que habría dos vías legislativas de solución: tratar el uso de medios abusivos como hipótesis calificadas del delito de sodomía, excluyendo el acceso carnal homosexual de los delitos de violación y estupro, o incorporar una regla que impida la aplicación del concurso ideal, y su efecto propio de elevar considerablemente las penas privativas de libertad.  

	Como, de acuerdo a la doctrina dominante, por sodomía se entiende el coito anal homosexual, bastaría con señalar que, cuando un mismo hecho constituya delito de sodomía y de violación o estupro, sólo se aplicarán las penas previstas para estos últimos.  	

	La Comisión, teniendo en vista que la primera posibilidad significaría revisar el acuerdo adoptado en cuanto a que el varón sea también sujeto pasivo del delito de violación, que incide en varias otras disposiciones del proyecto, decidió optar por la segunda fórmula, que, por lo demás, responde al criterio de los actuales incisos segundo y tercero del artículo 365, el cual castiga la sodomía coercitiva o cometida en impúberes con las mismas penas que se establecen para la violación, en cada caso, y no con penas agravadas en relación con este último delito.  

	Ése fue el criterio que en definitiva primó en el Senado. 

-------- 

	Puesta en votación la proposición del Senado, dos señores Diputados estuvieron por recomendar a la Corporación su aprobación y once por recomendar su rechazo.

	En consecuencia, la Comisión acordó recomendar su rechazo.

N° 14 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 13.

	La Corporación aprobó derogar el artículo 366, relativo al delito de abusos deshonestos que, como se ha explicado, ha sido reemplazado por el de abusos sexuales en el artículo 364.

-------- 

El Senado, en mérito a los reparos que le suscitó el estudio del número 12 de este artículo 1º del proyecto, sobre el delito de abusos sexuales, rechazó la proposición de la Cámara de Diputados y decidió reemplazar el artículo 366 por cuatro artículos, signados como 366, 366-A, 366-B y 366-C. 

La nueva redacción del artículo 366, según se indica en el informe respectivo, no altera en lo esencial la estructura del delito de abusos deshonestos  — que pasan a denominarse abusos sexuales — , sino que hace explícita la interpretación que han desarrollado la doctrina y la jurisprudencia, precisando además algunas materias dudosas.  

	La acción delictiva se define como la realización abusiva de una acción sexual distinta del acceso carnal con una persona mayor de doce años. 

	Con ello se pretende dejar en claro la naturaleza de tipo residual de este delito respecto de los delitos de violación y estupro, en lo que se refiere a la acción sexual. 

	La inclusión del adverbio “abusivamente” sirve como nexo entre la acción delictiva y los medios comisivos, que son los mismos que los del respectivo delito de violación y el delito de estupro, con la diferencia de penalidades respectiva.  De este modo, el delito de abuso sexual mantiene una estricta correspondencia con el sistema de punición del acceso carnal.  

	En un artículo que lleva el número 366-A, del mismo modo que se hizo en el delito de violación, se regula de modo separado, con una penalidad más severa, el abuso sexual con una persona menor de doce años.

	En el artículo 366-B, con el fin de precisar el alcance del término “acción sexual” y de establecer con ello el umbral mínimo de punición de los atentados sexuales, se consigna una definición legal del término: se entiende por acción sexual el acto de significación sexual y de relevancia realizado mediante contacto corporal con la víctima, o que haya afectado los genitales o el ano de la víctima aun cuando no hubiere contacto corporal con ella.

	El artículo 366-C incorpora dos nuevos delitos destinados a proteger a los menores de doce años e impedir  que los involucren en un contexto sexual.  

	La primera hipótesis consiste en la realización de acciones de significación sexual — no constitutivas de “acción sexual”— ante una persona menor de doce años, para procurar la excitación sexual del hechor o de un tercero; o hacerle ver o escuchar material pornográfico con el mismo fin, o determinarla para realizar tales acciones de significación sexual.

	Presupone la ausencia de contacto corporal o afectación de los genitales o el ano, y se establece en atención a la necesidad de brindar una protección razonablemente exhaustiva al menor que aún carece de capacidad de autodeterminación sexual.  

	La segunda hipótesis sanciona el empleo de menores impúberes para la producción de material pornográfico, entendida en la perspectiva de un abuso sexual y no de un atentado a las buenas costumbres.  	

	Se aclara en el informe respectivo que estos nuevos delitos llenan un vacío que se ha advertido en la materia, sin alterar el régimen de punición del proxenetismo informal de menores contemplado en el artículo 367.  	

	Cabe hacer presente que estos delitos de atentado sexual sin contacto corporal reconocen, como una conducta de mayor gravedad, el atentado corporal — de acuerdo al nuevo artículo 366, Nº 2 — , que se sanciona con pena privativa de libertad de 61 días a 3 años; y, por otra parte, como conducta menos grave, la mera exhibición u oferta de pornografía, sancionada en el artículo 374 con 61 días a 540 días y multa de seis a diez sueldos vitales. 

--------

	El Diputado señor BUSTOS dijo que, en principio, estaba de acuerdo con la proposición del Senado, pero que existían algunos problemas técnicos.  

	En primer lugar, el número 2 del artículo 366, conforme a la resolución que adoptó esta Comisión respecto del artículo 362 A, relativo a la violación de menores de edad entre 12 y 14 años, debe ser rechazado, al igual que la norma referida.

	En segundo lugar, el artículo 366 B sólo se refiere a genitales o el ano de la víctima, no considerando la boca.  Si se es coherente con lo planteado anteriormente, debe considerarse entre los abusos sexuales menores la agresión sexual por la boca.

	El Diputado señor COLOMA preguntó que significaba la expresión “afectado”, utilizada en el artículo 366 B, y si se refiere a daño.

	El Diputado señor BUSTOS estimó que es un vocablo no utilizado felizmente y que era susceptible de ser reemplazado.

	El Diputado señor ESPINA agregó que la segunda parte del número 2 del artículo 366 debe mantenerse y que la diferencia con el Senado se limita a la primera parte de esta disposición.

--------

	Puesto en votación el artículo 366 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

	Puesto en votación el artículo 366-A propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

	Puesto en votación el artículo 366-B propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

	Puesto en votación el artículo 366-C propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 15 de la Cámara.

	La Cámara de Diputados propuso incorporar en el Código Penal un artículo nuevo, signado con el número 366, con el fin de sancionar el acoso sexual, en el que incurre el que, abusando de la autoridad que le confiere su función o empleo, pretenda, mediante amenazas o presiones indebidas, obtener prestaciones sexuales de otra persona.

	Al tenor de las recomendaciones de la Comunidad Económica Europea, el acoso sexual significa un comportamiento intempestivo de connotación sexual o cualquier comportamiento derivado del sexo, que afecta la dignidad del hombre y de la mujer en el trabajo.

	Una serie de comportamientos pueden considerarse como determinantes en el acoso sexual. Es inaceptable cuando este comportamiento es intempestivo, abusivo y ofensivo para la persona que es víctima. El hecho de que una persona rechace o acepte tal comportamiento de parte de un empleador o trabajador (incluso del superior jerárquico o colega), se utiliza explícita o implícitamente como base de una decisión que afecta los derechos de esta persona en materia de capacitación profesional, del empleo y de su conservación, de promoción, de sueldo o de cualquier decisión relativa al empleo; o tal comportamiento crea un clima de intimidación, de hostilidad o de humillación respecto de la persona que es víctima.

	La característica esencial del acoso sexual reside en el hecho de que se experimenta como indeseable por la víctima, ya que corresponde a cada individuo determinar qué comportamiento puede aceptar y qué conducta juzga ofensiva.

	El interés sexual sólo llega a ser acoso sexual después que la víctima ha demostrado claramente que lo considera como ofensivo, aunque sólo el incidente de tal acoso pueda constituir para ella un acoso sexual que sea suficientemente grave. Es la naturaleza indeseable del comportamiento lo que distingue el acoso sexual del comportamiento amistoso, bien recibido y recíproco.

	El acoso sexual es un problema de discriminación derivado del sexo, que es un factor determinante del hostigamiento, al cual debe ponerse término con medidas como la que se vienen proponiendo, sin perjuicio de incursionar también con otras en el ámbito laboral.

	El Senado ha rechazado esta modificación. 

	Si bien considera razonable la finalidad de eliminar del ambiente laboral las solicitudes sexuales que llegan a configurar un verdadero chantaje sexual, estima que la conducta descrita como la “pretensión” de “obtener prestaciones sexuales de otra persona” carece de concreción suficiente como para ser recogida en un tipo penal que satisfaga las exigencias constitucionales del principio de legalidad.  

Por consiguiente, sólo puede ser castigada penalmente en la medida en que se den los presupuestos de hecho de determinados delitos ya previstos, como los de abuso sexual, injurias de hecho, ofensas al pudor, o, en su caso, amenazas condicionales de un mal no constitutivo de delito, a que se refiere el artículo 297. 	

El castigo de esa pretensión se apartaría doblemente del sistema de delitos sexuales, porque se sancionaría como delito consumado una conducta que no consiste en la realización de la acción sexual pretendida, y porque se incriminaría como delito especial una forma de coerción menos grave que las que definen al atentado sexual.    	

Le parece que corresponde ocuparse de esta materia primordialmente al Derecho del Trabajo y no al Derecho Penal.

Se hace constar en el respectivo informe la opinión del Ministerio de Justicia, el que considera que los supuestos de hecho que contiene esta figura pueden reconducirse a los delitos de amenazas de los artículos 296 y 297 del Código Penal, o pueden constituir una etapa de desarrollo de otro delito de agresión sexual.  Si, en cambio, se trata de hechos menos graves, podrán ser sancionados por la legislación laboral, pero no deben merecer sanción punitiva en una concepción reductora y minimizadora del derecho penal, que viene de antiguo.   

También se hace constar en dicho informe la opinión del Departamento de Ciencias Penales, que considera errónea esta innovación, estimando que la sanción penal es una reacción desmesurada frente al problema que se intenta solucionar, que descansa, además, en errores conceptuales graves. En efecto, el acoso sexual no consiste en un abuso de funciones, ni en una forma indebida de coacción, sino en la insistencia molesta con que se intenta obtener de otra persona su asentimiento para la realización de actos sexuales.  Es más bien un problema relacionado con el menoscabo de la tranquilidad y la dignidad de la persona, pero que, por definición, excluye la coacción, ya que, de darse ésta mediante amenazas graves, se tipificarán los delitos de violación o de abusos sexuales, y si median otra clase de amenazas, los delitos contra la libertad genéricos de los artículos 296, Nºs. 1 y 2, y 297.

--------

	Puesto en votación el número 15 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

Nos. 14 y 15 nuevos, del Senado.

	Por el N° 14, el Senado suprime en el artículo 367 la mención del delito de corrupción de menores, de dudoso alcance y escasa aplicación, considerando que los casos puntuales de abusos de menores dignos de punición quedan incorporados en el nuevo artículo 366-C. 

En virtud de este cambio, el artículo 367 castigará exclusivamente el favorecimiento de la prostitución de menores, formando una unidad más coherente con el artículo 367 bis, sobre trata de blancas, que introdujo la ley Nº 19.409.  

Por el N° 15,  como consecuencia de la derogación de los artículos 358, 359 y 360, que componen el párrafo 4 “Del rapto”, sustituyó en el epígrafe del párrafo 7 del Título VII del Libro II, la expresión “tres” por “dos”, a fin de restringir su aplicación a los párrafos 5 y 6, que son los dos que permanecen vigentes.

-------- 

	Puestos en votación los números 14 y 15, nuevos, propuestos por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 16 de la Cámara.

	La Cámara de Diputados aprobó tres modificaciones del artículo 368 del Código Penal.

	Este artículo establece una agravante especial cuando los delitos de rapto, violación, estupro, sodomía o abusos deshonestos, o la corrupción de menores, son cometidos por autoridad pública, sacerdote, guardador, maestro, criado o encargado por cualquier título de la educación, guarda o curaduría de la persona ofendida o prostituida.

	La primera sustituye la expresión “la sodomía, los abusos deshonestos” por “los abusos sexuales”.

	La segunda agrega un inciso en el que se señala expresamente que lo dispuesto en dicho inciso es aplicable al delito de sodomía previsto en el artículo 365. 

	Ambas enmiendas son una consecuencia de los acuerdos adoptados respecto de los artículos 364,  365 y 366.

	La tercera agrega un inciso final, con el fin de estimar como agravante de la responsabilidad criminal en la comisión de los delitos de violación, rapto, estupro, incesto, abusos sexuales y en el delito contemplado en el artículo 365, el conocimiento por parte del agresor de la circunstancia de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual que pueda ser causal de muerte.

-------- 

El Senado sustituyó el artículo 368, dejándolo conformado por dos incisos, con un doble propósito.	

	Primero, para transformar el concepto formal y permanente que se refiere al “encargado por cualquier título de la educación, guarda o curación de la persona ofendida”, por un concepto material, no necesariamente permanente, referido al encargado por cualquier título “o causa”, de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido”, con lo cual basta que la persona ofendida esté por cualquier circunstancia bajo el cuidado, permanente o momentáneo, del agresor.  	

	Segundo, para reforzar la aplicación de la agravante genérica de abuso de confianza, contemplada en el artículo 12, Nº 7, consagrando una norma especial en el mismo artículo 368, que considera circunstancia agravante abusar de la confianza del menor o de sus padres o cuidadores.

En lo que respecta al inciso final aprobado por la Cámara de Diputados, cual es la agravación para el caso de que se cometa el delito con conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual, se hizo presente en el Senado que la existencia de una enfermedad transmisible de consecuencias letales trae consigo intrincados problemas para el tratamiento penal de su contagio doloso o negligente, sin asunción voluntaria y consciente por parte del afectado. 

Además, estos problemas no guardan una relación necesaria con la comisión de agresiones sexuales, sino que tienen que ver con los delitos de lesiones o, si se quiere, del límite entre estos delitos y el homicidio, porque surgen tanto si el afectado ha sido coaccionado o no a mantener el tipo de contacto que permite la transmisión. 

En otras palabras, su relación con un delito sexual es eventual, ya que se trata de enfermedades que son igualmente transmisibles por otras vías, y también por una relación sexual consentida, por lo que deben ser examinadas en el marco de los atentados contra la vida o la integridad personal.   

	Las consideraciones anteriores llevaron al Senado a desechar la incorporación de la nueva circunstancia agravante de responsabilidad criminal. 

--------

	El Diputado señor CARDEMIL opinó que cada delito debería estar sistematizado en un artículo distinto.

	El Diputado señor WALKER, don Ignacio, propuso que la disposición fuera redactada en términos más generales, esto es, eliminando la primera parte del artículo 368 propuesto por el Senado, que contiene las referencias a otros artículos, porque el resto está bien.

	El Diputado señor BUSTOS dijo que estaba de acuerdo con lo propuesto por el Diputado señor Walker, porque, además, se evitarían confusiones ya que, por ejemplo, esta Comisión propuso la supresión del artículo 362.

	En la redacción de esta disposición, se ha utilizado una mala técnica legislativa.  Esta disposición debería aplicarse a todos los delitos ya vistos.

	La Diputada señora GUZMÁN manifestó que el texto de la Cámara de Diputados considera en el inciso final que agrega la agravante de la responsabilidad criminal, en los delitos de estupro y violación, el conocimiento del agresor de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual que pueda ser causal de muerte.  Es importante que la Comisión Mixta considere agregar esta disposición.

--------

	Puesto en votación el número 16 propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 17 de la Cámara.

	La Cámara de Diputados modificó el artículo 369 con la finalidad de incluir el delito de acoso sexual entre los delitos de acción privada, que sólo pueden ser denunciados a instancia de la parte agraviada o de sus padres, abuelos o guardadores.	

	A su vez, modificó el inciso segundo de este artículo para incluir entre los delitos de acción mixta el previsto en el artículo 365.

	En forma concordarte con esta enmienda, modificó también el artículo 19 del Código de Procedimiento Penal.

-------- 

	El Senado ha sustituido el número 17 de la Cámara y ha propuesto reemplazar el artículo 369 y agregar dos nuevos artículos, como artículos 369-A y 369-B.

En lo que respecta al actual artículo 369, el Senado consideró que, desde un punto de vista de técnica jurídica, los tres primeros incisos del artículo 369 se refieren a un tema de orden estrictamente procesal, cual es la titularidad de la acción penal, tanto así que dicha materia, con algunas diferencias menores, es tratada en los artículos 18, Nº 3, y 19 del Código de Procedimiento Penal.  

En atención a la inconveniencia de que una misma materia se trate en dos cuerpos legales, y en términos que no son exactos, resolvió suprimir tales incisos, para que sólo se considere el tema en el Código procesal del ramo, sin perjuicio de introducir en éste los cambios que sean pertinentes.  

	Respecto de los dos últimos incisos del artículo 369, que ordenan suspender el procedimiento o remitir la pena si el ofensor en los delitos de estupro, violación y rapto se casa con la ofendida, se resolvió mantener esta excusa legal absolutoria en un nuevo artículo, que pasa a ser 369 A.

	En el nuevo artículo 369 que propone el Senado, se regula el tratamiento de los conflictos sexuales habidos al interior de una relación de pareja.  

	Esta es una materia respecto de la cual existen profundas divergencias en el derecho y la doctrina comparados, cuyas soluciones van desde la impunidad de la violación entre cónyuges hasta la punición agravada del mismo hecho.  Esta discrepancia se manifestó también en la tramitación de este proyecto de ley, puesto que el Mensaje con que se le dio inicio establecía una atenuante para el cónyuge culpable de violación, y, en cambio, la indicación sustitutiva que el Ejecutivo presentó posteriormente no contempló regla alguna al respecto.

	El Senado optó por no aceptar la impunidad de la agresión sexual entre cónyuges o convivientes, basada en una causa de justificación. Pero, reconoce que, en la generalidad de los casos, la sanción penal, extremadamente grave en los delitos sexuales, no será la forma adecuada de resolver el conflicto, razón por la cual otorga a la víctima el control  aunque no la carga  del proceso, al exigirse querella y al reconocerse el efecto desincriminante de su desistimiento, salvo que lo haya realizado bajo coacción.    

	Para los casos en que se condene al cónyuge o conviviente, no se establece agravación o atenuación expresa de la pena. 

El artículo 369 A mantiene, en lo sustancial, la regla del inciso cuarto del artículo 369, en cuanto dispone que debe el tribunal sobreseer la causa o remitir la pena si, tratándose de los delitos de violación, estupro o abusos sexuales  — mención esta última que se agrega, a la vez que se suprime la del rapto — , el ofendido se casare válidamente con el ofensor o  — se añade —  si se formare entre ellos convivencia con posterioridad al hecho.    	

	Igual regla se aplicará si el delito hubiere sido precedido por el secuestro, o la inducción al abandono de hogar del ofendido, con lo cual la ley se hace cargo de las situaciones de hecho que hoy estarían comprendidas en el delito de rapto, que se deroga, como se señaló en su oportunidad.    	

	El nuevo artículo 369 B excluye la punibilidad del estupro respecto de personas casadas o que mantienen una relación de convivencia, por entenderse que una persona, aunque sea menor de edad, si está casada o mantiene una convivencia permanente, tiene la experiencia y los medios de defensa suficientes como para resistir los actos de abuso de que pueda ser objeto.

-------- 

	El Diputado señor BUSTOS explicó que en esta materia se trata de facilitar la persecución de estos delitos y no de restringirla.  Es grave que en el artículo 369 se exija querella y no simplemente denuncia.  Debe volverse a la figura general en que basta la denuncia para que se investigue.  El Senado restringe y la Cámara de Diputados amplía.

	En el artículo 369-A, que regula la excusa legal absolutoria, se presenta una contradicción.  Por un lado,  se establece que el matrimonio posterior de la víctima con el ofensor sobresee el proceso o remite la pena.  Por el otro, se ha establecido que la violación es posible dentro del matrimonio o de la convivencia.  Estimó que el matrimonio posterior, que deja sin efecto el delito, sólo debería mantenerse en el secuestro realizado con miras deshonestas.

	El Diputado señor ELGUETA manifestó que tenía dudas sobre la conveniencia de eliminar la excusa absolutoria, porque se puede presentar el caso de una violación y posterior matrimonio entre la ofendida y el ofensor.  Se debe determinar si la libertad sexual es un bien jurídico social o privado.  En el primer caso debería haber denuncia pública, respecto de la cual no operaría el desistimiento ni la renuncia de la acción y no procedería el matrimonio.  En el segundo caso, debería mantenerse la excusa absolutoria.

	Cuando se trató el tema de la igualdad entre los hombres y las mujeres, este tema era fuente de discriminación, porque la víctima, en virtud de la existencia de la excusa absolutoria, estaba en peor posición que en los delitos de robo o hurto, en los que no existía esta situación.

	El Diputado señor ESPINA opinó que el artículo 369 sanciona los abusos sexuales que un cónyuge comete contra el otro y no sólo la violación.  Esta situación es grave, porque las discusiones matrimoniales se ventilarán en los tribunales, ya que los abogados utilizarán esta figura para presionar irregularmente en los juicios.  Le parece que esta situación es absolutamente inadecuada.  Es partidario de eliminar el artículo y que se dicte una disposición muy restringida, con una redacción limitada a casos específicos.

	El Diputado señor CARDEMIL señaló que lo mínimo que debería exigirse en el delito del artículo 369 es que el juicio se inicie por querella fundada, en la que se indique en qué consistió el ilícito.

	El Diputado señor BUSTOS aclaró que el artículo 369 restringe los titulares de la acción, al objeto de que terceros no se involucren en la vida matrimonial.  El problema es hasta dónde se restringe, ya que la Cámara de Diputados propuso que bastaba la denuncia del cónyuge ofendido y el Senado estableció que se requería querella, lo que conlleva la necesidad de contratar abogado.

	Le encontró la razón al Diputado señor Espina en lo relativo a los simples abusos sexuales.  En este caso, debería exigirse querella.  La otra posibilidad es excluir a los cónyuges en determinados delitos.

	En todo caso, de no existir esta norma la situación sería peor, porque serían delitos de acción penal pública.  Como está el texto restringe, porque se trata de delitos de acción penal mixta.

	Propuso que se rechazare el artículo, al objeto de establecer que se requerirá denuncia en el caso de violación y querella en los demás casos.

--------

	Puestos en votación los artículos 369,369-A y 369-B, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 18 de la Cámara.

	Intercala un artículo 369 bis, con el fin de establecer que en la substanciación y fallo de los delitos a que se refieren los dos párrafos anteriores, esto es, de violación, estupro, corrupción de menores y otros abusos sexuales, el juez apreciará la prueba conforme con las reglas de la sana crítica.

	El sistema de la sana crítica combina los sistemas legal y el de la libre convicción y en él se deben respetar los medios de prueba y la forma de rendirla, pero su valoración y apreciación son flexibles, permitiendo la ponderación, la avaluación por el juez conforme a las reglas de la lógica, de las máximas de la experiencia y de la equidad. Los tres elementos de este sistema descansan en la ciencia, la conciencia y la experiencia.

	Como regla general, en Chile rige el principio de la convicción libre pero razonada del juez. Presupone la libre valoración de las pruebas, que unida a la lógica, la psicología y la experiencia, permiten al juzgador resolver eficazmente, pero sin que pueda independizarse de las leyes reguladoras de la  prueba. 

	El artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal dispone que nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgue haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al inculpado una participación culpable y penada por la ley.

	Como excepción, en ciertos delitos, como los de hurto y robo, de incendio, usura y en los de la ley de seguridad del Estado, se establece la apreciación de la prueba en conciencia, con lo cual se autoriza a los jueces para hacer de ella una apreciación racional, con recta intención, sin estar obligados a someterse a las normas legales establecidas para valorarlas. 

	Se han excluido los procesos por el delito de rapto atendido que éste ocurre en el mundo exterior. Los otros, en cambio, se refieren a hechos que suceden, en la mayoría de los casos, en la esfera privada, lo que torna muy difícil la obtención de las pruebas.

--------

	El Senado rechazó esta enmienda, por considerar  que se trata de una materia propiamente procesal, que excede el marco normativo del Código Penal, por lo que propone trasladarla al Código de Procedimiento Penal, como nuevo artículo 145 B.    

	La fórmula propuesta por el Senado exige que el cuerpo del delito se establezca de acuerdo a las reglas generales sobre apreciación de la prueba, pero, una vez acreditado, permite la aplicación de las reglas de la sana crítica para el solo efecto de determinar la participación punible que haya cabido a los inculpados.

En el informe de la Comisión informante del Senado, se hace constar la opinión del Ministerio de Justicia, el cual afirmó que el modo de comisión de estos delitos y la condición de las personas involucradas producen en la gran mayoría de los casos la imposibilidad de probar los hechos, por inhabilidad de los testigos, falta de lesiones, menor edad de la víctima u otras razones.  La incorporación del sistema de la sana crítica en la apreciación de la prueba en estos delitos pretende resolver las limitaciones del juez, permitiéndole evaluar racionalmente el conjunto de antecedentes que logre recabar, incluidos los testimonios de menores o las simples huellas biológicas de una relación sexual sin lesiones, a cambio de dar razón de su convicción, con lo que queda asegurada la base objetiva de certidumbre. 

	Se consigna también en el referido informe la opinión del Departamento de Ciencias Penales, quien disintió del parecer del Ministerio de Justicia, afirmando que ésta es una cuestión de política criminal que excede los marcos de este proyecto, porque debería discutirse en un marco más amplio si el sistema de prueba legal o tasada debe ser mantenido o sustituido por un sistema de apreciación en conciencia, sujeto a justificación.  Pero, existiendo un sistema de prueba legal, que se considera como garantístico, es infundado establecer excepciones para procesos en que, por su naturaleza, hay precisamente mayor riesgo de error judicial.  

--------

	El Diputado señor BUSTOS manifestó que el artículo 369 bis, suprimido por el Senado, debe ser repuesto.

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia) aclaró que el Senado consideró esta norma entre las de carácter procesal.

	El Diputado señor BUSTOS señaló que la opción del Senado es relativamente razonable, porque entre las normas aprobadas existen varias reglas procesales, ya que se trata de temas muy específicos.  Cuando se trata de delitos de carácter mixto, siempre se ha tratado de poner todas las normas juntas para que no haya problemas y evitar ir al Código de Procedimiento Penal.

	Reiteró que el artículo 369 bis, propuesto por la Cámara de Diputados, es correcto, porque reúne las reglas procesales relativas a un tema específico.  Además, existe una razón de fondo que consiste en que el Senado plantea la sana crítica sólo respecto de la participación y no respecto del hecho punible, por lo que reduce el problema.

	El Diputado señor ESPINA fue de parecer que antes de rechazar la proposición del Senado, debía resolverse adecuadamente lo relativo a la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica y lo que es la prueba del hecho punible.  Preguntó por qué tendría que someterse a las reglas de la sana crítica la prueba del hecho punible.

	El Diputado señor BUSTOS respondió que, de acuerdo al Código Penal, la prueba es tasada y en el delito de violación es posible encontrar una serie de antecedentes generales que el juez debe apreciar.  El grave problema en el delito de violación es la prueba, por lo que, en general, se concluye que no hay hecho punible.  Se trata de otorgar al juez márgenes amplios.  La apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica debe ser fundamentada, es distinto a apreciar la prueba en conciencia.

	El Diputado señor ESPINA manifestó que la dificultad en este delito, más que probar su existencia, consiste en probar la participación.  La regla general es que los delitos se prueban con los medios probatorios existentes. 

	Estimó que utilizar las reglas de la sana crítica para probar el delito va más allá de lo normal.

	El Diputado señor ELGUETA recordó que fue autor de la indicación por la cual se introdujo esta norma en el proyecto, ya que el texto del Ejecutivo consideraba la apreciación de la prueba en conciencia.  Estima pertinente que exista una disposición como ésta en el Código Penal, tal cual existe en el Código Civil.  La explicación de que se aprecie la prueba de la participación como del hecho punible conforme a las reglas de la sana crítica es que la mayoría de estos delitos implica una apreciación subjetiva respecto de lo que es abuso, fuerza, si hubo falta de libertad, etcétera, que no puede realizar ningún médico legista, salvo en el caso en que existan lesiones.

	Es lógico que el juez se forme una convicción de acuerdo a las reglas de la sana crítica, que son aquellas que conducen al descubrimiento de la verdad por los medios que aconseja la sana razón.  La sana crítica considera la lógica y la ciencia. Hoy es difícil probar el delito de violación con el sistema de prueba tasada.

	El Diputado señor WALKER, don Ignacio,  señaló que comparte los dichos de los Diputados señores Bustos y Elgueta, porque los medios de prueba en materia penal están destinados a probar el hecho punible y la participación.

	El sentido de este proyecto es que exista mayor eficacia mediante modificaciones del procedimiento, permitiéndose mayor eficiencia en la persecución de los delitos sexuales.

--------

	Puesto en votación el artículo 369 bis, suprimido por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación rechazar la referida supresión.

N° 19 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 18.

	Reemplaza el artículo 370, con el fin de establecer que los condenados por violación o estupro  estarán obligados a dar alimentos al hijo que, según las reglas generales fuere suyo, sin perjuicio de las demás indemnizaciones que correspondan según las reglas generales.

Las modificaciones que se hacen al texto vigente son de adecuación, toda vez que consisten en suprimir la mención al delito de rapto  que se deroga; eliminar la referencia a la dote para la ofendida soltera o viuda, y no hacer alusión al carácter congruo de los alimentos, en concordancia con el cambio que se está introduciendo en el Código Civil en el proyecto de ley sobre filiación. 

El Senado sustituyó el artículo aprobado por la Cámara de Diputados, con el fin de dar una redacción más simple al precepto y no limitar su alcance a los delitos en que se produce el acceso carnal, para comprender la eventualidad de que, en el marco del delito de abuso sexual, se fecundase a una mujer por medios distintos de la cópula.  Por ello, en lugar de hablar de violación y estupro, prefirió referirse a los delitos previstos en los artículos 361 a 366 A. 

Junto con lo anterior, esa Corporación acordó hacer una remisión expresa a las normas generales del Código Civil, por considerar que el proyecto en informe no es el adecuado para fijar las reglas sobre alimentos que correspondan en cada caso.

	Puesta en votación la enmienda del Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

Nos. 19 y 20 nuevos, del Senado.

	Por el N° 19, el Senado ha intercalado un nuevo artículo 370 A, por el cual se priva de la patria potestad al que fuere condenado por violación, estupro u otro delito sexual cometido en la persona de un menor del que sea pariente, quedando inhabilitado para obtenerla si no la tuviere, así como de todos los derechos que por el ministerio de la ley se le confieren sobre la persona o bienes del ofendido, de sus ascendientes o descendientes.  El juez, que  así deberá declararlo en la sentencia, decretará  al mismo tiempo la emancipación del menor si correspondiere, y ordenará la subinscripción de esta sanción al margen de la inscripción de nacimiento del menor.  Sin perjuicio de ello, el pariente condenado mantendrá todas las obligaciones legales cuyo cumplimiento sea en beneficio de la víctima o de sus descendientes. 

	Esta pena, de carácter perpetuo, se basa en la sanción que se contempla en el proyecto de ley que modifica el Código Civil en lo relativo a filiación (Boletín Nº 1060-07), para el padre o madre que se opone judicialmente a la determinación de la filiación de su hijo. 

Por el N° 20, el Senado ha cambiado la referencia que se hace en el artículo 371 a los “tres” párrafos precedentes por otra que aluda a los “dos” párrafos precedentes, como consecuencia de la eliminación del delito de rapto.  De esta forma, se hará mención al párrafo 5, de la violación, y al párrafo 6, del estupro y otros delitos sexuales, respectivamente.

--------

	El Diputado señor COLOMA reparó en la conveniencia de que el artículo 370-A esté en el Código Penal.  Propuso que se presentara una iniciativa legislativa sobre la materia que regula para modificar el Código Civil, que tenga tramitación rápida.

	La Diputada señora GUZMÁN sugirió que la Comisión Mixta se preocupe de realizar en el Código Civil una referencia al Código Penal.

--------

	Puestos en votación los números 19 y 20, nuevos, propuestos por el Senado, la mayoría de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 20 de la Cámara.

	Ha pasado a ser N° 21.

	La Cámara de Diputados reemplazó, en el artículo 372, la mención de los “procesados por corrupción de menores en interés de terceros” por la “de los comprendidos en los artículos precedentes de este título”, con la finalidad de extender la aplicación de las penas de interdicción del derecho de ejercer la guarda, ser oídos como parientes y sujeción a la vigilancia de la autoridad, a todos los procesados por alguno de los delitos contemplados en el Título VII del Libro II del Código Penal.    

-------- 

	El Senado, si bien coincidió con la necesidad de cambiar la referencia a la corrupción de menores, ya que derogó esa hipótesis del artículo 367, consideró que el Título VII describe diversos delitos a los cuales no les serían aplicables las sanciones que este artículo establece, por lo que decidió hacerlo aplicable a todos los atentados contra menores contenidos en los párrafos 5º y 6º del Título en cuestión.

	Al margen de lo anterior, sustituyó la expresión “procesados” por “condenados”, por ser el término adecuado. 

--------

	Puesta en votación la enmienda del Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 21 de la Cámara.

	Ha pasado a ser N° 22.

	Deroga el artículo 372 bis, que sanciona al que con motivo u ocasión de violación o de sodomía causare, además, la muerte del ofendido, con la pena de presidio perpetuo a muerte.

	La supresión obedece al hecho de que su actual contenido considera una forma de responsabilidad objetiva, que prescinde de toda consideración a la culpabilidad, lesionando con ello los derechos esenciales del inculpado, que podría ser penalizado sin que exista culpa alguna en la muerte del ofendido.

-------- 

El Senado optó por reemplazar este artículo — y no derogarlo, como lo aprobara la Cámara de Diputados — por considerar que las razones para fundar su derogación no eran concluyentes, ya que no implica que haya que descartar el establecimiento de una sanción especialmente grave para el homicidio doloso o negligente, sobre todo cuando la sola abrogación de este artículo daría a la opinión pública una señal de despenalización nominal de un crimen gravísimo e importaría una efectiva atenuación de la pena aplicable. 

	Esto último, porque el elevado margen de penalidad de las agresiones sexuales hace prácticamente despreciable el aumento de la sanción en virtud de la acumulación de la pena del homicidio simple doloso y del todo irrelevante la acumulación de la del homicidio culposo, de manera que resulta justificada la agravación especial de estas conductas desde un punto de vista de política criminal.  

	No obstante, acordó reemplazar el artículo 372 bis vigente para requerir al menos culpa respecto del resultado de muerte y para diferenciar la penalidad según el grado de culpabilidad del autor del delito, otorgando al mismo tiempo mayor flexibilidad en esta materia al sentenciador.  

La redacción que aprobó para el artículo amplía la hipótesis, además de la violación, al delito de abusos sexuales cuando concurran algunas de las circunstancias de la violación, o cuando se perpetrase respecto de un impúber.  

Distingue, al efecto, dos hipótesis de agravación, atendiendo a si el autor le hubiere dado muerte a propósito o haya actuado con imprudencia o negligencia respecto del resultado de muerte del ofendido.

Junto con lo anterior, eliminó la expresión “con motivo”, que carecería de sentido en lo que respecta a la comisión de atentados sexuales, a diferencia del delito de robo con homicidio del cual proviene, ya que dar muerte a una persona es un medio idóneo para apropiarse de una cosa mueble que ella tiene en su esfera de custodia. En cambio, matar a alguien no es medio idóneo para atentar sexualmente en su contra, porque no es punible el ultraje sexual de un cadáver.

--------

	El Diputado señor BUSTOS manifestó que el artículo tiene varios problemas.  En primer lugar, el relativo a la pena de muerte, porque en este caso no cabe ninguna duda de que se trata de un nuevo tipo penal.

	No obstante que la intención de la disposición es buena y que el Código es claro, los tribunales han planteado que en estos casos existe responsabilidad objetiva. El artículo 372 bis está mal redactado cuando señala en su número 1, que el delito se castiga "con la pena de presidio mayor en su grado máximo a muerte, si le hubiere dado muerte de propósito".  El vocablo "propósito" crea un problema técnico que consiste en que se refiere al dolo directo y no al dolo eventual, por lo que debería ser reemplazado por la palabra "dolosamente".

	Otro problema está en el número 2, que se refiere a imprudencia o negligencia, haciendo que la disposición sea enormemente amplia.  El Código siempre se refiere a imprudencia temeraria o imprudencia culpable, porque, de no ser así,  se podría llegar a la imprudencia levísima del Código Civil.

	Bastaría con el número 1 del artículo y el número 2 se limitara a aplicar las reglas generales, esto es, que cuando haya imprudencia o negligencia se apliquen las reglas generales y se recurra al concurso de delitos correspondiente.

	Los mismos razonamientos deben ser realizados respecto del inciso segundo del artículo 372 bis.

	El Diputado señor ESPINA recordó que esta disposición suscitó una importante discusión en la Cámara de Diputados, porque significa una rebaja de la pena asignada al delito de violación con resultado de muerte.  Por esto se opuso, en su oportunidad, a la derogación del artículo 372 bis.

	El Senado modificó la norma vigente y establece la necesidad de dolo directo. Fue partidario de no innovar en esta materia, ya que ninguna modificación permitiría mejorar el propósito del proyecto de ley, que originalmente pretendía mejorar las figuras penales, establecer un procedimiento más expedito y facilitar la investigación de los hechos.

	Sí es importante el argumento de que la norma modificada permite mayor precisión de los casos.

	El Diputado señor CARDEMIL señaló que le parecía adecuado el artículo 372 bis vigente, que tendría que ser perfeccionado reemplazando el vocablo "sodomía" por la expresión "violación sodomítica”.

	El Diputado señor COLOMA opinó que el texto propuesto por el Senado desmenuzaba la norma vigente pero manteniendo su espíritu.

	El Diputado señor ELGUETA manifestó que era contrario a la pena de muerte.  Además, se ha demostrado que el artículo 372 bis vigente tiene serias deficiencias técnicas, como, por ejemplo, cuando  dice "el que con motivo", que corresponde a una expresión utilizada en el delito de robo con homicidio, donde tiene sentido, ya que la muerte de una persona es un medio idóneo para apropiarse de una cosa mueble que la víctima tiene dentro de la esfera de su custodia;  en cambio, matar a una persona no es un medio idóneo para atentar sexualmente en su contra, porque no es punible el ultraje sexual de un cadáver.

	La violación sodomítica tiene penas bastante graves.  El problema es que la gente sospecha que el presidio perpetuo no se cumple, lo que dice relación con otro tema.

	Compartió el criterio del Diputado señor Bustos acerca de la expresión "de propósito",  utilizada por el Senado.

--------

	Puesto en votación el número 21, que pasó a ser 22, propuesto por el Senado, dos señores Diputados estuvieron por recomendar a la Corporación su aprobación y nueve señores Diputados estuvieron por recomendar su rechazo. 

	En consecuencia, la Comisión acordó recomendar su rechazo.

N° 22 de la Cámara.

	Incorpora un artículo 372 bis, nuevo,  con el fin de establecer medidas cautelares de protección del ofendido y demás miembros del grupo familiar, que el juez puede decretar durante la tramitación de la causa, como la suspensión de la cohabitación o de la vida en común, o la asistencia del presunto agresor o  del todo o parte del grupo familiar de la víctima a programas educativos o terapéuticos, o la prohibición de acceso del presunto agresor al domicilio o lugar de trabajo del ofendido o al establecimiento educacional de los menores.

	El juez puede aplicarlas cuando estimare, fundadamente, que la privación de libertad del agresor resulta más perniciosa para su rehabilitación o para los intereses de la parte ofendida.

-------- 

	El Senado ha rechazado esta modificación.

En lo que se refiere a las medidas cautelares, estimó que eran improcedentes, tanto en cuanto al propósito terapéutico o educativo que persiguen, que no se alcanzará si no hay una voluntaria disposición a asistir a estos programas, como en lo que concierne a su fundamento jurídico, porque revisten el carácter de pena, la que no podría imponerse al mero inculpado o procesado. 

En cuanto a las dos últimas de las medidas cautelares mencionadas, le asistió la inquietud de que su consagración expresa respecto de estos delitos pueda interpretarse como una insuficiencia de las actuales facultades que tienen los tribunales del crimen con arreglo al artículo 7º del Código de Procedimiento Penal, en virtud del cual están obligados, dentro de las primeras diligencias de instrucción del sumario, a brindar protección a los perjudicados.  En mérito de esa disposición, pueden adoptar cualquier medida que sea conducente, y no sólo las dos últimas que contempla esta iniciativa.  Si se quebranta lo ordenado cumplir, el tribunal podrá adoptar medidas más severas, sin perjuicio de que el infractor sea sometido nuevamente a proceso por el quebrantamiento. 

	Por otra parte, la normativa sobre la libertad provisional, específicamente el artículo 363 del mismo Código procesal, permite denegarla cuando la libertad del detenido o preso sea peligrosa para la seguridad del ofendido, lo que se entiende que ocurre cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que aquél pueda realizar atentados graves en su contra. 

	Ambas atribuciones judiciales, rectamente entendidas, ofrecen suficientes garantías para las víctimas, por lo que prefirió no dar pie para que se puedan considerar restringidas en el caso de los delitos sexuales, porque el legislador habría señalado determinadamente dos medidas cautelares para la seguridad del ofendido. 

La Comisión informante del Senado dejó constancia de que el rechazo de la consagración de tales medidas se funda solamente en las consideraciones expresadas.  

Sin perjuicio de lo anterior, acordó incorporar más adelante — y el Senado así lo aprobó — un nuevo artículo 2°, que permita condicionar los beneficios de la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, a que el condenado no ingrese ni acceda a las inmediaciones del hogar, del establecimiento educacional o del lugar de trabajo del ofendido.

--------

	La Diputada señora SCIARAFFIA señaló que no estaba de acuerdo con la supresión de la norma, porque se presenta el absurdo de que este tipo de medidas siguen vigentes en los casos de violencia intrafamiliar, en que los hechos son mucho menos graves que los delitos en comento.  Además, los juicios pueden ser de larga duración y durante todo ese tiempo el ofendido correrá riesgos.  El hecho de que estas medidas estén consideradas en el artículo 7 del Código de Procedimiento Penal es irrelevante, porque nunca se ha dictado una medida cautelar en virtud de esa disposición.

	El Diputado señor BUSTOS dijo estar de acuerdo con la Diputada señora Sciaraffia, porque el artículo 7 del Código de Procedimiento Penal es muy general, por lo que la ley de violencia intrafamiliar consideró medidas de carácter específico, sin perjuicio de las generales.

--------

	Puesta en votación la enmienda del Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación rechazar la referida supresión.

N° 23, nuevo, del Senado. 

Modifica la penalidad del artículo 374, que se refiere a la venta y distribución de pornografía, para adecuarla a la que se establece en el artículo 366 C para los atentados sexuales sin contacto corporal cometidos contra menores.

A juicio de la Comisión informante, la existencia entre ambas conductas de un disvalor distinto  — en el primer caso no se involucra sexualmente a los menores, y, en cambio, en el segundo hay una utilización sexual de los menores en la producción de material pornográfico — hace necesario consagrar una correlación adecuada de las penas, para lo cual se estableció en el artículo 374 una pena de multa razonablemente alta — once a veinte unidades tributarias mensuales — como alternativa a la pena privativa de libertad. 

-------- 

	Puesto en votación el número 23, nuevo, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 23 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 24. 

	Reemplaza el epígrafe del párrafo 9 del Título VII del Libro II del Código Penal, que se refiere al adulterio, que como se ha dicho ha sido despenalizado, por otro que se refiere al incesto, regulado en el nuevo artículo 375, que ha quedado sin contenido.

-------- 

	El Senado, si bien ha concordado con la disposición, ha destacado con letra cursiva el nuevo epígrafe.

--------

	Puesto en votación el número 23, que pasa a ser 24, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

	Con todo, acordó dejar constancia que, en verdad, no corresponde al legislador adoptar este tipo de acuerdos, asumiendo tareas propias del editor y, por último, del tipógrafo. Por otro lado, rebaja su labor específica, consistente en aprobar el texto de la ley, sin entrar en esta clase de nimiedades. 

	Como dato ilustrativo, ha de consignarse que el Senado ha reemplazado el epígrafe del párrafo 6 del Título VII del Libro Segundo del Código Penal (N° 9), por el siguiente ”6. Del estupro y otros delitos sexuales”, sin colocarlo en cursiva.

N° 24 de la Cámara.

	Ha pasado a ser número 25. 

	Agrega un artículo 375 nuevo, similar al actual artículo 364, para castigar al que,  conociendo las relaciones que lo ligan, cometiere incesto con un ascendiente o descendiente por consanguinidad o afinidad, o con un hermano consanguíneo. La pena es de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).� 

-------- 

	El Senado sustituyó la disposición por otra, para concordar la penalidad con la del estupro, cuyo juicio de disvalor es mayor, motivo por el cual estableció la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años); la restringió sólo a los ascendientes, descendientes o hermanos consanguíneos, y precisó que los medios comisivos pueden ser tanto el coito vaginal como el anal. 

--------

	El Diputado señor BUSTOS opinó que el delito de incesto entre mayores de edad, que tienen sexo consentido, no debería existir.  El delito de incesto ha sido suprimido en los Códigos Penales.  Si se mantiene el delito, es partidario de mantenerlo sólo cuando hay un menor involucrado.

	El señor TRONCOSO (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia) dijo que se debía agregar la relación sexual oral.

	El Diputado señor ESPINA manifestó estar de acuerdo en eliminar el delito de incesto entre mayores de edad.

--------

	Puesto en votación el número 24, que pasa a ser 25, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

B.- En relación con las medidas alternativas a las penas privativas de libertad.�tc "B.- En relación con las medidas alternativas a las penas privativas de libertad." \f C \l 2�

(Artículo 2°, nuevo, del Senado).

	Como se señaló con ocasión del análisis del número 22 del artículo 1º de este proyecto de ley, que consideraba un nuevo artículo 372 bis para el Código Penal, el Senado acordó incorporar un artículo 2º, que reemplaza el artículo 30 de la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas de libertad. 

El propósito es permitir que el ofensor se acoja a esos beneficios, pero sin que su libertad se traduzca en un peligro para la víctima.    	

	Para este efecto, se faculta al tribunal, tratándose de personas condenadas por la comisión de cualquiera de los delitos comprendidos en los párrafos 5 ó 6 del Título VII del Libro Segundo del Código Penal, para imponerles la condición de que no ingresen ni accedan a las inmediaciones del hogar, del establecimiento educacional o del lugar de trabajo del ofendido,  que son los lugares donde se desenvuelve prioritariamente su vida privada. El cumplimiento de estas restricciones se sujeta a las mismas reglas aplicables a la resolución que concede, deniega o revoca los beneficios aludidos.

	Se permite, además, que el tribunal revoque la prohibición de ingresar o acercarse al hogar, si la víctima fuere cónyuge o conviviente del condenado y así lo solicitare, a menos que estimase fundadamente que la solicitud es consecuencia de la coerción ejercida por el condenado o que la revocación pudiere poner en peligro a menores de edad.

--------

	Puesto en votación el artículo 2º, nuevo, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

C.- En relación con las modificaciones al Código de Procedimiento Penal�tc "C.- En relación con las modificaciones al Código de Procedimiento Penal" \f C \l 2�

(Artículo 2° de la Cámara).

	Ha pasado a ser artículo 3°. 

	Contiene las modificaciones del Código de Procedimiento Penal.

N° 1 de la Cámara.

Modifica el número 3° del artículo 18 del Código de Procedimiento Penal, con el fin de incluir el acoso sexual entre los delitos de acción privada.

-------- 

	Esta modificación no fue compartida por el Senado, que ya había desechado la creación de una figura penal que sancione el llamado acoso sexual.    	

La propuesta de modificación del número 3 de este artículo lo movió, sin embargo, a estudiar la justificación de que el estupro sea un delito de acción privada, a diferencia de la violación y el rapto, que son delitos de acción mixta.  Esta diferencia le resulta menos explicable aún en el contexto de los cambios comprendidos en este proyecto de ley.    	

En virtud de lo anterior, resolvió derogar el aludido número, e incluir el estupro en el artículo siguiente, a fin de darle el mismo tratamiento de delito de acción mixta que reciben los demás atentados sexuales.

--------

	Puesto en votación el número 1 del artículo 3º, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 2 de la Cámara.

	Introduce tres modificaciones en el artículo 19, que se refiere a los delitos de acción penal mixta, en los que el procedimiento sólo puede iniciarse a requerimiento de la persona ofendida o por las personas taxativamente indicadas por la ley, pero que, iniciado, continúa su tramitación de acuerdo con las reglas que regulan el ejercicio de la acción penal pública.

	La primera, establecida en la letra a), tiene por propósito permitir el ejercicio de la acción penal en los delitos de violación y de rapto, tratándose de víctimas menores de doce años o discapacitadas intelectuales, a los educadores, personal médico o profesionales que, por su actividad, tengan conocimiento del hecho. Lo anterior, previa audiencia del guardador o de la persona a cuyo cuidado se encuentren, siempre y cuando no estén ellos implicados en la comisión del delito.

	La segunda, contemplada en la letra b), que incide en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, permite que, a falta de educadores, personal médico o profesionales que por su actividad tengan conocimiento de la violación o rapto, o de las demás personas indicadas en el inciso anterior, o si éstas estuvieren imposibilitadas o implicadas en el delito, pueda denunciar el hecho el Ministerio Público.

	La tercera, consignada en la letra c), que agrega un  inciso nuevo a este artículo, permite que los denunciantes puedan solicitar, fundadamente, que se reserve su identidad respecto de terceros, caso en el cual les son aplicables las mismas reglas que hoy rigen para los testigos.�

	El Senado ha sustituido esta disposición, optando por reemplazar el artículo 19 del Código de Procedimiento Penal, con las siguientes finalidades:

	La primera,  transformar en delitos de acción mixta todos los delitos sexuales de que trata el proyecto. Por consiguiente, no puede procederse de oficio en estas causas, sin que a lo menos se haya denunciado el hecho a la justicia o a la policía, mención esta última que concuerda con lo dispuesto en el artículo 83 del mismo Código de Procedimiento Penal.  

La segunda, para agregar entre los denunciantes a los educadores, médicos u otras personas que tomen conocimiento del hecho en razón de su actividad, cuando no puedan ser denunciados por la víctima o por alguna de las otras personas habilitadas para este efecto.

	En el informe de la Comisión informante del Senado se señala que ello es sin perjuicio de que formule la denuncia el ministerio público, quien podrá también deducir las acciones civiles de indemnización o de alimentos a que se refiere el artículo 370. �

La tercera, para establecer que el procedimiento, una vez iniciado, no se suspenderá sino por las mismas causas por las que debe suspenderse en los juicios que se siguen de oficio y, además, por las especiales que contempla el Código Penal, de desistimiento de la víctima cuando el delito se ha cometido al interior del matrimonio, o de la convivencia o matrimonio ulterior de la víctima con el ofensor. 

El Senado desechó la posibilidad de ordenar reserva de la identidad de los denunciantes respecto de terceros, pues estimó que ello infringiría el principio del debido proceso al dificultar las posibilidades de defensa del inculpado, y no se compadecía con el requisito de seriedad de las denuncias efectuadas, lo que no obsta a que, si el denunciante es testigo de los hechos, pueda, por esta vía, acogerse a los beneficios del artículo 189.

--------

	El Diputado señor ESPINA opinó que el Senado está ampliando la acción penal mixta a nuevos delitos.

	El Diputado señor CARDEMIL observó que algunos de los delitos enunciados en la norma en comento han sido rechazados por esta Comisión, por lo que propuso que este artículo también sea rechazado para guardar la debida concordancia. Además, no queda claro cuando el Ministerio Público puede accionar.

--------

	Puesto en votación el número 2 del artículo 3º, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

Nos. 3 y 4 de la Cámara.

	Por el N° 3, se intercala, en el título III del Libro Primero, después del artículo 66, un párrafo 3, denominado “Reglas especiales sobre el proceso”

	Si se examina el Código de Procedimiento Penal, se puede observar que en este título contempla un párrafo 2 con el nombre de “Reglas generales del proceso” (arts. 44 al 66).

	La incorporación del nuevo párrafo tiene por objeto recoger en él disposiciones especiales, propias de los delitos de rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales, evitándose así que ellas queden confundidas con las generales a todo proceso penal.

	Por el N° 4, se agrega un artículo 66 bis, nuevo, que obliga al juez que conoce de un proceso criminal en que se investiguen delitos o faltas que importen hechos de relevancia o connotación sexual, a adoptar las medidas necesarias para que las diligencias que la parte agraviada deba realizar ante el tribunal se puedan llevar a cabo en la más absoluta privacidad.

	Junto a lo anterior, se consagra la reserva de los antecedentes del proceso, excepto para fines estadísticos, recayendo sobre la causa, la prohibición de difundir o dar a la publicidad la identificación, en cualquier forma, de la víctima, salvo su expreso consentimiento.

	De esta forma, se buscó garantizar el derecho a la privacidad y asegurar la necesaria reserva que debe prevalecer ante la comisión de esta clase de delitos, que no sólo afectan la libertad sexual de las personas, sino también su intimidad y honra.

-------- 

	El Senado rechazó estos dos números.

Desde el punto de vista de la sistematicidad del Código de Procedimiento Penal, no estimó conveniente consignar en él, luego de contemplar reglas aplicables a todo juicio criminal, un párrafo que consta de un solo artículo, con reglas especiales sólo para determinadas causas.  

Por la naturaleza del mandato que contiene ese precepto, prefirió consignar la nueva disposición como inciso segundo del artículo 78, que establece el secreto del sumario, como luego se señalará.

--------

	El Diputado señor BUSTOS señaló que en parte estaba de acuerdo con el Senado, porque también es necesario guardar reserva respecto de los testigos y de los padres de la víctima.

--------

	Puesta en votación la enmienda del Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación aprobar la referida supresión.

N° 3, nuevo, del Senado.

Agrega un inciso en el artículo 78.

En lo que respecta al contenido del precepto, por las dudas que ofrecen los términos de “relevancia o connotación sexual”, prefirió aclarar que se trata de las causas relativas a los delitos de violación, estupro, abusos sexuales e involucramiento de menores en un contexto sexual y, en lo que fuere aplicable, esto es, cuando haya una víctima, por no haber sido consentido el coito,  también en los delitos de sodomía e incesto.  

Además, dado que hay actuaciones del proceso que pueden  practicarse fuera del recinto del tribunal, juzgó restrictivo aludir solamente a la concurrencia de la víctima al tribunal.

Junto con lo anterior, propone expresamente que la protección recae sobre la identidad de la víctima  y no sobre diligencias o antecedentes del proceso, como pudiere desprenderse del artículo aprobado por la Cámara de Diputados, ordenando al efecto que se mantenga en estricta reserva respecto de terceros ajenos al proceso, puesto que no es lógico exigirla sólo respecto de quienes deben actuar en la causa, a menos que ella consienta expresamente en su divulgación.  

Esta última posibilidad le pareció razonable contemplarla, ya que hay casos en los que la víctima prefiere dar a conocer los hechos que la afectaron.  

La disposición aprobada por el Senado sigue el mismo criterio del artículo 189 del Código de Procedimiento Penal, en orden a que el tribunal deberá decretar expresamente la prohibición de divulgar la identidad de la víctima, además de adoptar todas las medidas tendientes a garantizar dicha reserva y asegurar que su comparecencia en el proceso siempre se haga en forma privada.   

El deber de reserva es, pues, absoluto tanto para el juez como — siempre que medie orden judicial de reserva —  para los involucrados en el juicio y, en general, para toda persona que acceda a la información. La reserva subsistirá incluso una vez que se encuentre afinada la causa.  

La infracción de lo anterior será sancionada conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 189: reclusión menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años), para el que proporcione la información, y multa de diez a cincuenta ingresos mínimos mensuales para el director del medio de comunicación social que difunda dicha información.

--------

	El Diputado señor BUSTOS opinó que debe ser rechazado, para mejorar la técnica legislativa y agregar disposiciones adecuadas que el texto de la Cámara de Diputados consideraba en el artículo 66 bis.

--------

	Puesto en votación el número 3, nuevo, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 5 de la Cámara. 

	La Cámara de Diputados ha agregado, después del artículo 145, el siguiente epígrafe: “III. Rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales”.

	Para los efectos de la comprobación del hecho punible y de la averiguación del delincuente, el Código de Procedimiento Penal contempla diversas disposiciones para la comprobación del delito en casos especiales, como ser homicidio, aborto y suicidio y lesiones corporales. Nada dice, en lo particular, sobre los delitos sexuales.

	Se hizo presente, durante el estudio  de esta iniciativa legal, que en la actualidad el médico examinador, que tiene el primer contacto con la víctima de estos delitos, siempre trata de buscar lesiones, lo que no es correcto, puesto que cuando intervienen parientes como hechores no hay violencia y, por lo tanto, no hay lesiones.

	Por ese motivo se ha preferido establecer reglas especiales para la investigación de estos delitos, independientes de las que se consignan en el Código para las lesiones.

	A ese propósito obedece la inclusión de este epígrafe y del artículo que se analizará a continuación.

-------- 

	El Senado ha reemplazado el título del epígrafe  propuesto por el de “Delitos sexuales”, en atención a la supresión del rapto y a los otros acuerdos adoptados. La expresión utilizada es comprensiva de todos los delitos comprendidos en los párrafos 5º y 6º del título VII, Libro II, del Código Penal.

--------

	Puesto en votación el número 5, que pasó a ser 4, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

N° 6 de la Cámara.

	Agrega un artículo 145 bis, nuevo, con el fin de consagrar reglas especiales para la comprobación de los delitos de rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales.

	Con esta disposición se pretende asegurar la práctica de los exámenes médicos y pruebas biológicas para constatar las huellas y manifestaciones  — ya no las lesiones —- de la relación sexual y sus circunstancias, como asimismo las lesiones causadas, si las hubiere.

	Se incorporan así a nuestra legislación procesal penal las disposiciones necesarias para establecer y asegurar la utilización de mecanismos de excelencia técnica, como la realización de exámenes de ADN, que puedan determinar la existencia del delito y la comprobación de la identidad del responsable.

	De todo lo actuado debe levantarse un acta, firmada por el jefe del establecimiento y por el médico cirujano que hubiere verificado el examen y reconocimiento, la que se debe remitir al Instituto Médico Legal para su archivo y conservación, para así poder ponerla a disposición del juez, cuando fuere requerida.

	Así como se guarda el acta, también se hace lo mismo con las pruebas y muestras correspondientes.

	El juez, con el mérito del informe médico y de los antecedentes del acta, puede dar por legalmente acreditados los hechos y por constatadas las lesiones, así como la existencia de estas últimas, si entre la fecha en que se ocasionaron y aquélla en que se practique el examen médico pericial que pueda decretar el tribunal ha transcurrido un número tal de días, que haya hecho desaparecer los signos y efectos de las lesiones. A este último propósito obedece precisamente la remisión al artículo 139 del Código que se modifica.

	Para los efectos del informe médico debe recurrirse a todos los medios disponibles en el propio establecimiento y en el Instituto Médico Legal.

-------- 

	El Senado ha reemplazado este número y propone agregar un artículo 145-A, relativo a los delitos previstos en los artículos 361 a 367 bis  y en el artículo 375 del Código Penal.

La disposición establece diligencias probatorias consistentes en reconocimientos y exámenes, si tales delitos dejaren evidencias físicas susceptibles de comprobación médica.

En la norma aprobada, se precisa que los reconocimientos y exámenes se refieren a la persona de la víctima y que no sólo son los conducentes a acreditar el cuerpo del delito, sino también la identificación de los partícipes en su comisión.

Se elimina, además, la referencia a “relación sexual”, que estima equívoca.

De esta forma, a través del examen de las muestras de semen, sangre, u otros elementos orgánicos, sea mediante pruebas de ácido desoxirribonucleico u otras idóneas, podrán obtenerse datos que identifiquen a los hechores. Con ello se logra, además de una economía procesal, conservar información que va a desaparecer, acreditar hechos que son de difícil prueba y evitar que el tribunal vea dificultada o imposibilitada la comprobación de la autoría.    	

	Se hace obligatoria la conservación de las muestras a fin de no dejar esta materia entregada al criterio del establecimiento de salud, como ocurriría si se señala que debe realizarse cuando fuere pertinente.  

	Por considerar excesivo el plazo de cinco años exigidos para que se guarde la copia del acta, procedió a fijar un término de tres meses, tiempo que consideró prudente para que se adopte una decisión sobre el ejercicio de la acción, que se complementa, por lo demás, con la circunstancia de que la víctima tendrá en su poder una copia del acta que podrá acompañar al tribunal.

	Por las razones indicadas, desechó la posibilidad de imponer la custodia de los antecedentes al Servicio Médico Legal, por estimar que esta entidad ya se encuentra recargada de trabajo, sin perjuicio de que la tenga cuando sea ella misma la que practique los exámenes de las personas que allí acudan.  

	Consideró, a la vez, innecesario establecer que debe recurrirse a todos los medios técnico-científicos disponibles para practicar los exámenes, mandato que hasta podría prestarse para negar eficacia al acta, sosteniéndosew que no se usaron “todos” los que estaban disponibles.  

--------

	El diputado señor BUSTOS señaló que los textos de ambas Corporaciones tienen bondades y dificultades.  El Senado restringe enormemente la norma al referirse sólo a la violencia física, lo que es muy importante,  sobre todo en el delito de violación.  El principal problema se presenta en los delitos cometidos contra los niños, los que transmiten el hecho delictuoso a sus padres después de meses de ocurrido y donde es determinante el aspecto psicológico.  El resto está bien.

	El Diputado señor ESPINA estimó que, desde la perspectiva práctica, le parecía difícil que las clínicas privadas realizaran los exámenes que dispone la norma a las víctimas de delitos sexuales.

	El Senado no utilizó la expresión “violencia física” por casualidad, sino que consideró que la práctica de exámenes como, por ejemplo, los psicológicos, resultaban de difícil realización.

	Debe tenerse presente que estos exámenes se realizan de manera previa a la intervención del juez.

	La norma es muy amplia y los establecimientos asistenciales buscarán la vía para no darle cumplimiento, por la carencia de recursos médicos.

	El Diputado señor CARDEMIL opinó que debía establecerse una norma que obligue al jefe del establecimiento de salud que disponga todas las medidas que estén a su alcance.

	El Diputado señor BUSTOS dijo que no era correcto que se limiten los exámenes a las evidencias físicas.

	El Diputado señor ESPINA advirtió que el artículo 138 del Código de Procedimiento Penal ya considera la situación en comento, por lo que hay una reiteración de las normas.

	El Diputado señor ELGUETA dijo que otra razón para rechazar la proposición del Senado consistía  en que el Código de Procedimiento Penal habla de reconocimiento de exámenes médicos y el Senado, al reiterar los términos, deja de lado las pruebas biológicas, como las pruebas sobre el ácido desoxirribonucleico.

	El Diputado señor ESPINA insistió en que el problema práctico que existía es que si una persona va a un hospital público o privado para efectuarse exámenes médicos por haber sido víctima del delito de violación, no es atendida.  A lo más, le realizarán los exámenes más simples, por problemas de recursos, medios, personas, etcétera.

	Se debe buscar una norma para reemplazar al Instituto Médico Legal y paraque los exámenes que se exija que se realicen no sean muchos,  pero sí los suficientes para acreditar el delito.

--------

	Puesto en votación el número 6, que pasó a ser 5, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 6,  nuevo, del Senado.

	El Senado propone incorporar un artículo 145-B, que consagra el sistema de sana crítica para determinar la participación punible, en los procesos por los delitos contemplados en los artículos 361 a 367 bis y en el artículo 375 del Código Penal.

	Esta norma debe relacionarse con lo señalado respecto del N° 18 del artículo 1° del proyecto de ley.

	En lo relativo al valor probatorio que cabe dar al acta de reconocimiento, se estimó pertinente asimilarla al informe pericial.  De esta forma, podrá ser considerada como plena prueba de los hechos que allí se consignen, si no es contradicha por otro informe pericial, en virtud del artículo 472, o como una presunción más o menos fundada, en caso contrario, por mandato del artículo 473.  

--------

	Puesto en votación el número 6, nuevo, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N° 7 de la Cámara.

	La Corporación ha agregado un inciso al artículo 351, que se refiere al careo de los testigos o de los procesados entre sí o de aquéllos con éstos.

	Es una actuación procesal que tiene por objeto la confrontación que se hace de los dichos discordantes de los testigos o procesados, a fin de que se pongan de acuerdo sobre la verdad de lo sucedido, o expliquen la contradicción acerca de algún hecho o de alguna circunstancia relevante para el proceso.

	La sola consideración de la naturaleza de esta diligencia permite apreciar cuán traumática puede resultar para la víctima de un delito sexual verse enfrentada con la persona que la ha vejado.

	Por eso se establece que ella no procederá cuando pudiere ocasionar grave trastorno o sufrimiento moral al ofendido.

	Si el juez estimare indispensable la diligencia del careo para comprobar el hecho o identificar al delincuente, deberá  recurrir al mecanismo del artículo 355, reputándose a la víctima como testigo ausente.

	Esto significa que el juez, en sustitución del careo, que resulta legalmente improcedente, debe leer al inculpado o procesado presente su declaración y las particulares de la víctima ausente en que se note el desacuerdo. Las explicaciones que den o las observaciones que hagan para confirmar, variar o modificar sus anteriores asertos se consignarán en la diligencia.

-------- 

	El Senado reemplazó la disposición, por estimar que siempre producirá trastorno o sufrimiento moral a  la víctima enfrentarse con el hechor, por lo que resulta preferible impedir derechamente el careo y no condicionarlo a determinadas circunstancias.

	Sin perjuicio de lo anterior, precisó que la supresión del careo procederá respecto de los delitos contemplados en los artículos 361 a 367 bis y 375 del Código Penal, que son las situaciones más traumáticas para la víctima. 

	Por último, la disposición aprobada recoge la idea de que, en caso de que el juez estime imprescindible el careo, se utilice el procedimiento aplicable al testigo ausente, a menos que ella consienta expresamente en el careo.

--------

	El Diputado señor ESPINA manifestó que estaba de acuerdo en que se presuma que los delitos sexuales producen trastorno o sufrimiento moral, por lo que debe eliminarse el careo.  Preguntó si había casos en los que se mantiene el careo.

--------

	Dado que varios de los artículos citados en este artículo han sido rechazados, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo para posibilitar la adecuación formal del mismo.

N° 8 de la Cámara.

	Agrega un artículo 355 bis, con el fin de establecer que en los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual no regirán las inhabilidades de los testigos fundadas en razones de edad, parentesco, convivencia o dependencia.

	En la actualidad, existe extrema dificultad en la comprobación de estos delitos, que tienen lugar en lugares de escaso acceso público e incluso, en la mayoría de los casos, en el propio hogar de la víctima. Por eso el proyecto reconoce validez al testimonio de personas que, normalmente, no pueden ser testigos hábiles, con arreglo al artículo 460.

El Senado suprimió esta disposición, por estimar inconveniente modificar las reglas generales, sobre todo habida consideración de que, en virtud del actual artículo 464 del Código de Procedimiento Penal, el juez tiene facultades para apreciar la fuerza probatoria de la declaración de testigos inhábiles y puede utilizarlas como base para elaborar una presunción judicial.    

Tuvo en cuenta, adicionalmente, que, atendido lo dispuesto en el artículo 463 del mismo Código, la disposición que se propone sólo se justificaría en lo que respecta a la inhabilidad por la minoría de 16 años exigida en el artículo 460 Nº 1, pero, de acogerla, se daría la calidad de testigos hábiles a los niños de toda edad, salvo que incurrieran en otras causas de inhabilidad, lo que parece desproporcionado para la finalidad que se persigue.

-------- 

	El Diputado señor BUSTOS señaló que prefería la norma propuesta por la Cámara de Diputados, porque es coherente con lo aprobado respecto de las reglas de la sana crítica.

--------

	Puesta en votación la enmienda del Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación el rechazo a la referida supresión.

N° 9 de la Cámara.

	La Corporación modificó el artículo 500, con el fin de agregar un nuevo requisito que debe contener la sentencia definitiva condenatoria penal: indicar si el condenado se encuentra en alguno de los casos señalados en los artículos 239, 267, 277 y 368 del Código Civil, si correspondiere, esto es que, habiendo sido declarado culpable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo,  está  privado del derecho a sacar al hijo abandonado del poder de la persona que lo hubiere alimentado y criado; de la patria potestad por haberse producido la emancipación judicial; del cuidado personal y de la guarda legítima del hijo natural.

-------- 

El Senado estimó innecesaria esta disposición, porque la sentencia definitiva debe pronunciarse sobre todos los aspectos a que está obligada legalmente, y entre ellos se encuentran las sanciones civiles que merezca el hechor, como la indemnización, y los alimentos a que se refiere el artículo 370 del Código Penal, la interdicción del derecho a ejercer la guarda y ser oído como pariente contemplada en el artículo 372 y, en general, la privación de todo derecho civil sobre la persona y bienes del menor ofendido del que sea pariente, que se consagra en el nuevo artículo 370 A del Código punitivo.    	Por lo demás, creyó inconveniente introducir, en una disposición general para todos los fallos criminales, una regla particular para ciertos procesos.

--------

	Puesta en votación la enmienda del Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación aprobar la referida supresión.







D. En relación con las modificaciones al Código Civil.�tc "D. En relación con las modificaciones al Código Civil." \f C \l 2�

(Artículo 3° de la Cámara).

	Ha pasado a ser artículo 4°. 

	Contiene las modificaciones del Código Civil.

N° 1 de la Cámara.

	Deroga el artículo 101, que admite la prueba del contrato de esponsales, esto es, de la promesa de matrimonio mutuamente aceptada, como agravante del crimen de seducción.

-------- 

	El Senado ha prestado su aprobación a esta disposición, con cambios en cuanto al encabezamiento del artículo, en atención al rechazo de las restantes enmiendas del Código Civil.

	De esta forma, el artículo 4° ha quedado reducido a la derogación del citado artículo 101.

--------

	El Diputado señor BUSTOS manifestó que la modificación formal del Senado debe ser rechazada atendidas las modificaciones que esta Comisión realizó en el articulado precedente en lo relativo al estupro por engaño.

--------

	Puesto en votación el número 1 del artículo 4º, propuesto por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

N°s. 2, 3, 4, 5 y 6 de la Cámara.

	Por el N° 2, se agrega un artículo 239 bis, que priva  al padre o madre declarado culpable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo legítimo, del deber de respeto, obediencia y socorro por parte del hijo; de la facultad de corregirlos y castigarlos moderadamente, y del derecho y deber de dirigir su educación.

	Por el N° 3, se modifica el número 7° del artículo 267, que establece las causales de emancipación judicial del hijo legítimo, que traen aparejada la pérdida de la patria potestad que ejerce el padre o la madre.  Entre ellas, por sentencia ejecutoriada que declare al padre culpable de un delito  a que se aplique la pena de cuatro años de reclusión o presidio, u otra de igual o mayor gravedad, salvo que corresponda ejercer la patria potestad a la madre.

	Se agrega la sentencia condenatoria que declare culpable al padre o madre de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual del que haya sido víctima un hijo de familia.

	Se ha agregado, como en los casos anteriores, el delito de estupro.

	Por el N° 4, se agrega un inciso al artículo 276, que consagra, como obligaciones de los hijos naturales, los deberes de respeto, obediencia y socorro en favor de su padre o madre natural.

	Si éstos han sido declarados culpables de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo, no pueden exigir el cumplimiento de estos derechos.

	Por el N° 5, se modifica el artículo 277, que establece el derecho del padre o madre natural a cuidar personalmente al hijo que ha reconocido, privándole de él si se encuentra en la misma situación indicada en el artículo anterior.

	Por el N° 6, se modifica el artículo 368, que consagra la guarda legítima del hijo natural en favor del padre o madre que lo ha reconocido voluntariamente.

	Se le priva de la guarda legítima si se le condena por alguno de estos delitos, cometido en la persona del hijo natural.

-------- 

El Senado ha rechazado todos estos numerales, por considera que la privación de los derechos civiles, en términos aún más amplios, tanto por su alcance como por referirse también a los otros parientes, está claramente consignada en el nuevo artículo 370 A del Código Penal, que considera además los cambios que introduce en el Código Civil el proyecto de ley sobre filiación. 

--------

	Puesta en votación la supresión de los números 2, 3, 4, 5 y 6 del artículo 4º, propuesta por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

E. En relación con las modificaciones al Código Orgánico de Tribunales.�tc "E. En relación con las modificaciones al Código Orgánico de Tribunales." \f C \l 2�

(Artículo 4° de la Cámara).

	Modifica el artículo 171 del Código Orgánico de Tribunales, que establece, en lo que interesa, que la acción civil derivada de un delito puede ejercerse ante el tribunal que conoce del respectivo proceso criminal, pero, si tuviere por objeto la mera restitución de una cosa, debe ser deducida necesariamente ante ese tribunal.

	Se aprobó que también pueda formularse acción de divorcio cuando se procese a uno de los cónyuges como responsable de los delitos de violación, estupro, incesto o abusos sexuales en la persona del otro cónyuge o de un hijo.

-------- 

El Senado ha rechazado este artículo por estimar inconveniente otorgar al juez del crimen una competencia que es propia del juez civil tanto por la naturaleza de la acción como por una adecuada observancia del principio del debido proceso, que hacen inconveniente extender las atribuciones que tiene el juez del crimen en materia civil, como son el conocimiento de las acciones de indemnización de perjuicios y de restitución de la cosa y otras muy excepcionales.  

--------

	Puesta en votación la eliminación del artículo 4º propuesta por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su aprobación.

F.- En relación con las modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil.�tc "F.- En relación con las modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil." \f C \l 2�

(Artículo 5° de la Cámara). 

	Modifica la Ley de Matrimonio Civil, en sus artículos 21, 26, 28 y 33,  con un cuádruple propósito:

	a) Establecer una nueva causal de divorcio, cuando se condena al cónyuge por los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona del otro cónyuge o de un hijo.

	b) Suspender la prescripción de la acción de divorcio cuando ésta se funde en la causal anterior, lo que se producirá por la sola presentación de la querella.

	c) Disponer que el divorcio no cesa cuando los cónyuges consintieren en volver a reunirse, si se ha sido sentenciado por la nueva causal indicada en la letra a).

	d) Señalar que falta el consentimiento libre y espontáneo para contraer matrimonio si ha habido rapto y, al tiempo de celebrarse el matrimonio, no ha recobrado la persona (no la mujer) su libertad. 

-------- 

	El Senado rechazó todas estas modificaciones pues estimó desaconsejable hacer cambios puntuales en la Ley de Matrimonio Civil a propósito de esta iniciativa de ley, toda vez que, por su naturaleza, una revisión de dicho cuerpo legal debería hacerse en forma orgánica, tal como lo proponen diversas iniciativas legales que se encuentran pendientes. 

-------- 

	Puesta en votación la eliminación del artículo 5º propuesta por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

G. En relación con las modificaciones a la Ley sobre Libertad Condicional�tc "G. En relación con las modificaciones a la Ley sobre Libertad Condicional" \f C \l 2�

(Artículo 6° de la Cámara).

Modifica la ley sobre Libertad Condicional, con el objeto de suprimir, en su artículo 3°, que se refiere a determinados requisitos exigidos para obtener este beneficio, la referencia al delito de sodomía, en concordancia con los acuerdos adoptados por la Comisión en relación con el artículo 365.

	El Senado rechazó este artículo, en consideración al acuerdo de no derogar el delito de sodomía, sino de reformularlo en los términos que ya se han indicado.

--------

	Puesta en votación la eliminación del artículo 6º propuesta por el Senado, la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo, por su relación con la sodomía.

H. En relación con los delitos de violación y sodomía con resultado de muerte.�tc "H. En relación con los delitos de violación y sodomía con resultado de muerte." \f C \l 2�

(Artículo 5°, nuevo, del Senado). 

	El Senado ha incorporado un artículo nuevo, en virtud del cual, en los casos en que las sentencias condenatorias dictadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley por los hechos a que se refiere el artículo 372 bis del Código Penal, en su redacción introducida por el numerando 5° del artículo único del decreto ley N° 2.967, de 1979, hubieren omitido la acreditación del propósito, negligencia o imprudencia del autor en relación con la muerte de la víctima, se dejará sin efecto la condena, reemplazándosela por la que conforme a la propia sentencia condenatoria correspondiere en virtud del artículo 361 o 365 del Código Penal, según su redacción vigente al momento de la comisión del delito.

	El artículo 372 bis castiga al que, con motivo u ocasión de la violación o de sodomía, causare, además, la muerte del ofendido, con la pena de presidio perpetuo a muerte.

	Como se recordará, la Cámara de Diputados propuso derogar este artículo. El Senado, en cambio, optó por reemplazarlo, para requerir al menos culpa respecto del resultado de muerte, y para diferenciar la penalidad según el grado de culpabilidad del autor del delito, otorgando al mismo tiempo mayor flexibilidad en esta materia al sentenciador. 

Distingue, al efecto, dos hipótesis de agravación, atendiendo a si el autor le hubiere dado muerte a propósito o haya actuado con imprudencia o negligencia respecto del resultado de muerte del ofendido.

La redacción que aprobó para el artículo amplía la hipótesis, además de la violación, al delito de abusos sexuales cuando concurran algunas de las circunstancias de la violación, o cuando se perpetrare respecto de un impúber.  

El artículo 5° propuesto tiene su fundamento en el hecho de que en el nuevo artículo 372 bis cambia el título de la incriminación, por lo que puede haber disparidad de criterios interpretativos de los tribunales. 

	El nuevo artículo 372 bis contiene una solución más elaborada y compleja, no siendo fácil por la vía de la interpretación llegar a esta solución que sea ecuánime. Aquí se está transformando muy profundamente un delito que subsiste, pero que cambia de manera fundamental;  ahora no hay responsabilidad objetiva, sino que debe existir algún grado de culpabilidad a título de culpa o de dolo, y es perfectamente posible que dos jueces tengan criterios distintos y que haya falta de certeza. 

	En consecuencia, lo que este artículo hace es indicar un modo de interpretar que servirá para uniformar criterios jurisprudenciales.

--------

	El Diputado señor ESPINA señaló que este artículo debía ser rechazado porque esta Comisión recomendó el rechazo del artículo 372, nuevo.

	El Diputado señor BUSTOS dijo que esta modificación del Senado debía ser rechazada, para guardar la debida concordancia con la resolución adoptada respecto del número 21 del artículo 1º.

--------

	Puesto en votación el artículo 5º, nuevo, agregado por el Senado, la mayoría de los señores Diputados presentes acordó recomendar a la Corporación su rechazo.

Diputado Informante.�tc "Diputado Informante." \f C \l 1�

	Se designó Diputado Informante al señor Ignacio Walker Prieto.

	Sala de la Comisión, a 19 de mayo  de 1998.











	Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los señores Cornejo (Presidente), Bartolucci, Bustos, don Juan; Cardemil y Coloma; señora Cristi; señores Elgueta y Espina; señora  Guzmán; señores Luksic y  Pérez, don Aníbal; señoras Sciaraffia y Soto, y señor Walker, don Ignacio.



















Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario de la Comisión.
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� Para los efectos de facilitar el despacho del proyecto en este trámite constitucional, como anexo de este informe figura un texto comparado elaborado por la Secretaría de la Comisión, a cuatro columnas, que contiene las disposiciones legales que se verán afectadas por esta iniciativa, el proyecto aprobado por la Corporación, las enmiendas del H. Senado y, por último, los acuerdos adoptados por la Comisión en orden a recomendar la aprobación o rechazo de dichas enmiendas. 



� El artículo 189 del C.P.P. regula el derecho de los testigos a solicitar la reserva de su identidad respecto de terceros. 

El inciso cuarto dispone que “Si el testigo hiciere uso de este derecho, queda prohibida la divulgación, en cualquier forma, de su identidad o de antecedentes que conduzcan a ella. El tribunal decretará esta prohibición. La infracción a esta norma será sancionada con la pena que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, tratándose de quien proporcione la información. En caso que la información sea difundida por algún medio de comunicación social, su director será castigado con una multa de diez a cincuenta ingresos mínimos mensuales.” 

El artículo 240 del C.P.C. establece que, cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto todo lo que se haga en contravención a lo ejecutado.

El que quebrante lo ordenado cumplir será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años).

El artículo 19, N° 12, de la Constitución, consagra la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado.

� Las cifras indicadas tienen como marco de referencia 5.555 peritajes del Servicio Médico Legal, realizados entre 1987 y 1991, además de los antecedentes estadísticos proporcionados por Carabineros de Chile; por la Policía de Investigaciones y sus organismos especializados como el Centro de Asistencia a las Víctimas de Agresiones Sexuales,  CAVAS;  del Poder Judicial; del Instituto Nacional de Estadísticas y otros.

� La Comisión aprobó en particular el proyecto el 5 de julio de 1995. La Sala lo aprobó y despachó al Senado el 2 de agosto de 1995.

El Senado lo aprobó el 17 de septiembre de 1997, siendo incluido el proyecto en la actual legislatura extraordinaria con fecha 7 de abril de 1998.

� Durante la discusión particular en la Comisión se resaltó que esta reforma aborda la problemática de los delitos de agresión sexual penal desde un punto de vista sistemático e integral, orientado a la reforma de todos los delitos incluidos en el Título VII del Libro II del Código Penal, en cuanto dichos delitos de encuentran en interrelación estrecha, repercutiendo las modificaciones que se incorporen a alguno de esos delitos en los restantes, particularmente en el caso de la violación y los abusos deshonestos ya que estos últimos se presentan como una suerte de límite residual de la violación.

� Art. 364. En igual pena (presidio menor en cualquiera de sus grados) incurrirá el que, conociendo las relaciones que lo ligan, cometiere incesto con un ascendiente o descendiente por consanguinidad legítima o ilegítima o afinidad legítima o con un hermano consanguíneo legítimo o ilegítimo, aunque sea mayor de veinte años”. 

� En todos estos casos la Comisión ha incorporado el delito de estupro.

� En el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se consigna la siguiente opinión del Departamento de Ciencias Penales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, en cuya representación asistió el profesor instructor don Antonio Bascuñán Rodríguez:

En el sistema de la codificación española  — del cual provienen nuestras disposiciones —, el delito de sustracción de menores cumple la función del delito de privación de libertad respecto de personas que, por su edad, necesitan una protección alternativa a la protección general de la libertad ambulatoria.

Por esta razón, a su juicio, carece de sentido aplicar sus disposiciones a víctimas mayores de 10 años, respecto de las cuales se puede asumir razonablemente su capacidad de voluntad en sentido ambulatorio.  Tales menores nunca debieron haber sido considerados por la ley como víctimas idóneas del delito de sustracción de menores. 

La Comisión redactora del Código Penal cometió un grave error al añadir al delito español de sustracción de menores  — menores de 7 años en el Código Penal español de 1848/50, menores de 10 años en el texto originario del Código Penal chileno —  una hipótesis para personas mayores de esa edad pero menores de 18 años (antes, de 20 años). En tiempos recientes, este error fue agravado por la ley Nº19.241, al eliminar la distinción formal entre la hipótesis de sustracción de un menor de 10 años y la de sustracción de un menor de 18 pero mayor de 10 años.

En conclusión, la única manera de devolver al Código Penal la racionalidad sistemática que exige el juego de los artículos 141, 142 y 357 es la de limitar el delito de sustracción de menores a un menor de diez años como víctima.

� Se explicita en el informe de la Comisión informante del Senado que la razón de este cambio es que si la sanción del rapto queda entregada a los delitos de privación de libertad y sustracción de menores, resulta inconveniente que éstos prevean la comisión de violación en el tipo calificado. 

Ello, porque las constelaciones de casos en que pueden concurrir privación de libertad y atentado sexual son de muy diversa naturaleza, requiriendo por lo mismo cada una de un tratamiento diferenciado. 

Hay casos en que la privación de libertad ambulatoria de la víctima es susceptible de ser considerada como la ejecución de la violencia que es propia del atentado sexual, y la solución, por consiguiente, sería la del concurso aparente resuelto en favor del atentado sexual. 

En otros casos, la privación de libertad puede exceder el marco del concepto de violencia, desempeñando no obstante la condición de medio para realizar el atentado sexual; en esta hipótesis, la solución sería la del concurso ideal. 

Finalmente, la privación de libertad y el atentado sexual pueden ser conductas no relacionadas sino cronológicamente, como cuando se comete un atentado sexual venciendo la resistencia opuesta por la persona mientras esta se encontraba privada de libertad, y en este evento la solución correcta es la del concurso real o material.

� El artículo 4° del referido Pacto, que trata del derecho a la vida, prescribe en su número 2 que “en los países que no han abolido la pena de muerte, esta sólo podrá imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a los delitos a los cuales no se la aplique actualmente.”

� Por razones de técnica legislativa y de certeza jurídica, en este caso y en otros que luego se analizarán, cuando un artículo vigente que trata de una determinada materia es “reemplazado” por otro cuyo contenido no guarda relación alguna con dicha materia (vgr. el art. 362), se ha optado por derogar el artículo que ha perdido oportunidad o vigencia y, luego, con su misma numeración, agregar uno nuevo. 

� Art. 366. El que abusare deshonestamente de persona de uno u otro sexo mayor de doce años y menor de dieciocho, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si concurriere alguna de las circunstancias expresadas en el artículo 361, se estimará como agravante del delito, aun cuando sea mayor de veinte años la persona de quien se abusa.

� El cambio de ubicación del delito de incesto, del artículo 464 al artículo 375, y de párrafo, del 6 al 9, produce un efecto adicional: la no aplicabilidad del artículo 371, que señala que los ascendientes, guardadores, maestros y cualesquiera personas que con abuso de autoridad o encargo, cooperaren como cómplices en la perpetración de los delitos comprendidos en los tres párrafos precedentes (4, 5 y 6, que tratan del rapto,  de la violación y del estupro,  y del incesto, corrupción de menores y otros actos deshonestos, respectivamente), serán penados como autores.

Los maestros o encargados en cualquier manera de la educación o dirección de la juventud, serán además condenados a inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio. 

� De acuerdo con el artículo 189 del CPP., Todo testigo consignado en el parte policial, o que se presente voluntariamente a Carabineros de Chile, a la Policía de Investigaciones, o al tribunal, podrán requerir de éstos la reserva de su identidad respecto de terceros.

Las autoridades referidas deberán dar a conocer este derecho al testigo y dejar constancia escrita de su decisión, quedando de inmediato afectas a la prohibición que establece el inciso siguiente.

Si el testigo hiciere uso de este derecho, queda prohibida la divulgación, en cualquier forma, de su identidad o de antecedentes que conduzcan a ella. El tribunal deberá decretar esta prohibición.

La infracción a esta norma será sancionada con la pena que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, tratándose de quien proporcione la información. En caso que la información sea difundida por algún medio de comunicación social, su director será castigado con una multa de diez a cincuenta ingresos mínimos mensuales.

Esta prohibición regirá hasta el término del secreto del sumario.

Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicite. Dichas medidas durarán el tiempo razonable que el tribunal disponga y podrán ser renovadas cuantas veces fueren necesarias.

� No queda del todo claro, en el texto que se propone, bajo qué supuestos podrá accionar el Ministerio Público.
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